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Señores

MAGISTRADOS  DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Revisión de constitucionalidad del Proyecto de Ley Estatutaria 063 Senado - 073 2011 Cámara, “Por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado”.

Magistrada Ponente: MARÍA VICTORIA CALLE CORREA.
Expediente PE-042.
Concepto 5772
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2° y 278, numeral 5° de la Constitución, rindo concepto en relación con la revisión de constitucionalidad del Proyecto de Ley Estatutaria 063 Senado-073 Cámara, “Por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado”.
1. Competencia de la Corte Constitucional
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 153 y 241.8 Superiores, esa Corporación es competente para decidir de manera definitiva sobre la constitucionalidad del presente proyecto de ley estatutaria, tanto por su contenido material como por los vicios de procedimiento que puedan afectar el proceso de su formación.

2. Consideraciones previas

Conforme a lo previsto en el inciso tercero del artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, que regula los procedimientos y juicios que se adelantan ante la jurisdicción constitucional, las decisiones de la Corte respecto de los vicios en el proceso de formación de los proyectos de ley estatutaria tienen efectos de cosa juzgada y definitiva. Mientras que respecto de los vicios sustanciales o relacionados con su contenido, la Corte Constitucional puede hacer un control posterior por vía de la acción pública de inconstitucionalidad, aunque únicamente con respecto a vicios que “surja[n]con posterioridad al control previo que ella realizó”.  Así lo ha precisado esta misma Corporación en la Sentencias C-011 de 1994 y C-1153 de 2005, en donde expresamente se señaló:

Sobre este particular, valga reiterar, las consideraciones vertidas por la Corte en la sentencia C-011 de 1994, primera sentencia en la cual la Corporación abordó el estudio de una ley estatutaria, después de que fuera expedida la Constitución de 1991
.
Los fallos que en ejercicio del control constitucional profiera la Corte Constitucional son, como se anotó, integrales. Por tanto, al momento de confrontar la norma revisada con la preceptiva constitucional, la Corte analiza todos y cada uno de los artículos del proyecto de ley estatutaria a la luz de todos y cada uno de los artículos del estatuto superior. En este sentido, los artículos que la Corte encuentre exequibles es porque son conformes con la totalidad del ordenamiento constitucional. Los que encuentre inexequibles son retirados del ordenamiento jurídico. Por tanto, una vez sancionado el proyecto y convertido en ley de la República, éste goza ya de un juicio de constitucionalidad favorable, constatado por medio de una sentencia.

No sobra agregar que en sentencia de 9 de mayo de 1916 dijo la Corte suprema de Justicia que, tratándose de las objeciones presidenciales a una ley, declarada la exequibilidad, no podía después, por vía de la acción demandarse la ley porque desconocería la autoridad de cosa juzgada. En esa época no existía norma que estableciera la cosa juzgada constitucional hoy expresamente consagrada en el artículo 243 de la Constitución Política.

Ahora bien, las sentencias que la Corte Constitucional profiera en ejercicio del control que nos ocupa. “hacen tránsito a cosa juzgada constitucional”, según el artículo 243 antes citado.

En consecuencia, una ley estatutaria no sólo goza de constitucionalidad integral desde el inicio de su vigencia, sino que la sentencia que así lo constató goza de la fuerza de la cosa juzgada constitucional.

Distinto sería, sin embargo, observa la Corte, el caso en el que el presunto vicio de inconstitucionalidad surja con posterioridad al control previo que ella realizó, evento en el cual ciertamente procede el control de constitucionalidad mediante acción ciudadana, de conformidad con el artículo 241 numeral 4° y 242 numeral 1°.
3. Análisis del proceso de formación del proyecto de Ley Estatutaria  
Tal como lo indica su título, el proyecto sub examine consagra disposiciones especiales para la realización de referendos constitucionales, tendientes a lograr la implementación del acuerdo final para la terminación del conflicto armado en Colombia. 

El artículo 153 Superior exige la mayoría absoluta de los miembros de una y otra cámara para aprobar, modificar o derogar leyes estatutarias, y dispone que el trámite legislativo debe surtirse dentro de una sola legislatura. 
El artículo 157 ibidem dispone que los proyectos de ley estatutaria deben cumplir, además, con los requisitos generales previstos para que todos los proyectos de ley puedan convertirse en leyes. 

Luego de revisar los documentos que obran en el expediente, en especial las constancias expedidas por los Secretarios del Senado y de la Cámara de Representantes y las Gacetas de Congreso relevantes, se puede precisar lo siguiente:
3.1. De los antecedentes del Proyecto de Ley
El proyecto de ley fue presentado por el Ministro del Interior ante la Secretaría General del Senado de la República, el día 22 de agosto de 2013. De conformidad con el artículo 163 de la Carta Política, el 22 de agosto de 2013 el Presidente de la República solicitó el trámite de urgencia, así como la deliberación conjunta de las respectivas Comisiones Primeras Constitucionales Permanentes, a efecto de dar primer debate al Proyecto de ley número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara. La Mesa Directiva del Senado de la República consideró viable la solicitud y, en consecuencia, autorizó la deliberación conjunta de las Comisiones Permanentes para dar primer debate al proyecto antes mencionado, mediante la Resolución 009 del 22 de agosto de 2013 la cual, conjuntamente con el mensaje de urgencia, fue publicada en la Gaceta del Congreso 645 de 2013. 
Tanto el proyecto como su exposición de motivos aparecen publicados en la Gaceta del Congreso 637 de 2013. Con esto se cumple el requisito de “haber sido publicado oficialmente por el Congreso antes de darle curso en la comisión respectiva”, previsto en el artículo 157.1 de la Carta y en el artículo 144 de la Ley 5 de 1992. 
3.2. Del trámite en el primer debate del Proyecto de Ley en Comisiones Constitucionales Conjuntas

Para dar trámite al Proyecto de Ley, fueron nombrados el Senador Hernán Andrade Serrano y el Representante Alfonso Prada Gil como ponentes de la iniciativa, los cuales rindieron ponencia conjunta. Dicho texto fue publicado en la Gaceta del Congreso 679 del 4 de septiembre de 2013. En ella se recomendaba “dar primer de​ba​te en sesiones primeras conjuntas al Proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara, con el pliego de modificaciones adjunto”, y se proponía el siguiente texto:
“TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE EN SESIONES PRIMERAS CO NJUNTAS PARA EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 63 DE 2013 SENADO, 73 DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual se regulan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.
PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 63 DE 2013 SENADO, 73 DE 2013 CÁMARA
¿por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.
El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1°. Referendo constitucional con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado estarán sujetos, en lo especial, a las reglas contempladas en la presente ley.
Artículo 2°. Fecha para la realización del referendo constitucional con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley podrán coincidir con actos electorales. Cuando tal referendo coincida con actos electorales, los jurados de votación deberán ofrecerle a los electores el tarjetón correspondiente al referendo junto con los demás tarjetones. Los electores estarán en plena libertad de señalarles a los jurados de votación que no desean recibir el tarjetón correspondiente al referendo.
Artículo 3°. Publicidad del acuerdo final para la terminación del conflicto armado. El acuerdo final para la terminación del conflicto armado deberá ser publicado y difundido para conocimiento de los ciudadanos con anterioridad a la votación del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.
Artículo 4°. Financiación de las campañas. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas de financiación de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.
Artículo 5°. Prohibición de constreñimiento al sufragante. Está prohibido amenazar con las armas o por cualquier otro medio a los sufragantes con el fin de obtener apoyo o votación por determinado resultado en el tipo de referendos a los que se refiere la presente ley, y tales conductas están sometidas a las sanciones penales y administrativas que dispone la Ley.
Artículo 6°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias”. (Negrillas y subrayas dentro del texto, y corresponden con las modificaciones que los ponentes efectuaron al texto originalmente presentado como proyecto de Ley).

 

En sesión del 9 de septiembre de 2013, se efectuó un anuncio del referido proyecto, al seno de la Comisión Primera Constitucional, como consta en el Acta 09 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 801 de 2013, en la cual se lee: 

 “Atendiendo instrucciones de la Presidencia por Secretaría se da lectura a los proyectos que por su disposición se someterán a discusión y votación en la próxima sesión conjunta: 1. Proyecto de ley número 63 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, por medio de la cual se regulan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado”.

No obstante, el referido proyecto fue anunciado con posterioridad al seno de las comisiones conjuntas, en el entendido que el mismo requirió varias sesiones de deliberación.

El 10 de septiembre de 2013 se reunieron los miembros de las Comisiones Primeras del Senado y de la Cámara de Representantes con el fin de sesionar conjuntamente para dar primer debate al Proyecto de ley número 63 de 2013 Senado - 073 de 2013 Cámara, de conformidad con el mensaje de urgencia presentado por el Presidente de la República. Sobre dicha reunión se levantó el Acta de Comisión No. 01 que fue publicada en la Gaceta del Congreso 802 de 2013. Dado que el primer debate no culminó en esta oportunidad el proyecto fue anunciado para el día siguiente 11 de septiembre de 2013, así:

 “Atendiendo instrucciones de la Presidencia por Secretaria se da lectura a los proyectos que por su disposición se someterán a discusión y votación en la próxima sesión conjunta:
1. Proyecto de ley número 63 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, por medio del cual se regulan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado…
Siendo las 12:30 p. m. la Presidencia levanta la sesión y convoca a sesión conjunta para el día miércoles 11 de septiembre de 2013 a partir de las 11:00 a. m., en el Recinto del Senado del Capitolio Nacional”.

El 11 de septiembre de 2013 nuevamente se reunieron los Senadores miembros de la Comisión Primera del Senado y los Representantes miembros de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, con el fin de sesionar conjuntamente para continuar el primer debate del proyecto de ley que se examina. Sobre el desarrollo de tal reunión se dejó constancia en el Acta de Comisión No. 2 del 11 de septiembre de 2013, publicada en la Gaceta del Congreso No. 795 del mismo año. En dicha sesión se anunció nuevamente el proyecto de ley 63 de 2013 Senado – 073 de 2013 Cámara, con el fin de efectuar su discusión y votación en la sesión conjunta del día 17 de septiembre de 2013, sesión en la que sería definitivamente votado. En la citada acta se señaló:

“Atendiendo instrucciones de la Presidencia por Secretaría se da lectura a los proyectos que por su disposición se someterán a discusión y votación en la próxima Sesión Conjunta:

1. Proyecto de ley número 63 de 2013 Senado - 073 de 2013 Cámara, por medio del cual se regulan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

Siendo las 8:17 p. m., la Presidencia levanta la sesión y convoca a Sesión Conjunta para el día martes 17 de septiembre de 2013 a partir de las 11:00 a. m., en el recinto del Senado del Capitolio Nacional”.

Debe resaltarse que el 11 de septiembre de 2013 se radicó una recusación contra los miembros de las Comisiones Primeras pertenecientes a la Unidad Nacional y luego se radicó otra recusación contra los miembros de las comisiones de Ética de Cámara y Senado pertenecientes también a la Unidad Nacional. El día siguiente 12 de septiembre las Comisiones de Ética de Senado y Cámara rechazaron de plano las recusaciones de los miembros de éstas y luego procedieron a estudiar las recusaciones de los miembros de las Comisiones Primeras. En ambas Comisiones de ética se rechazaron las recusaciones en contra de los miembros de las Comisiones Primeras. 
Una vez resueltas las recusaciones, las Comisiones continuaron con el debate del proyecto de ley y dieron aprobación a su articulado.

En primer lugar se procedió a votar la proposición afirmativa de dar debate a la iniciativa con la que terminaba el Proyecto de Ley. 

Si bien la misma no resultó aprobada en la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, como se explicará a continuación, el Ministerio Público estima que allí no hay vicio de constitucionalidad. 

Relata el Acta Número 03 del 17 de septiembre de 2013, publicada en la Gaceta 873 de 2013 que una vez cerrado el debate general se sometió a votación nominal la proposición de dar primer debate con que concluye el informe de los HH.CC.: Hernán Andrade y Alfonso Prada. Dicha votación obtuvo los siguientes resultados:
“COMISIÓN PRIMERA H. SENADO:

VOTOS EMITIDOS: 14

VOTOS POR EL SI: 13

VOTOS POR EL NO: 01

(…)
COMISIÓN PRIMERA H. CÁMARA:

VOTOS EMITIDOS: 19

VOTOS POR EL SI: 18
VOTOS POR EL NO: 01”

Como lo señala el artículo 2 de la Ley 3 de 1992, la Comisión Primera Constitucional Permanente, en la Cámara de Representantes se encuentra conformada por 35 Honorables Representantes
. En razón a lo anterior, la mayoría absoluta, conformada por la mitad más uno de los miembros de la Corporación es de 19 Representantes
. En tal sentido, una proposición que no obtenga al menos dicha cantidad de votos no habrá alcanzado la mayoría requerida por la Ley para los Proyectos de Ley Estatutaria.

Como la votación sobre la aprobación de la proposición con que termina el proyecto de Ley únicamente alcanzó la cantidad de 18 votos afirmativos, debe concluirse que la misma no fue aprobada en la referida Corporación.

No obstante, prima facie, para el Ministerio Público la falta de mayoría no genera un vicio en el caso concreto, por cuanto la votación revisada corresponde a la aprobación de la proposición afirmativa de dar debate al proyecto de Ley.

Si bien es cierto es una práctica común en el Congreso que terminada la discusión sobre un Proyecto se procede a la votación de la proposición con que éste termina, sin importar si esta es afirmativa o negativa, lo cierto es que el artículo 157 de la Ley 5 únicamente prescribe que tal votación es obligatoria cuando la proposición es negativa:
“Si el ponente propone debatir el proyecto, se procederá en consecuencia sin necesidad de votación del informe. Si se propone archivar o negar el proyecto, se debatirá esta propuesta y se pondrá en votación al cierre del debate”.
Así las cosas, aunque existe una práctica Congresional que maximiza la labor legislativa por permitir un pronunciamiento colectivo también cuando la proposición es positiva, lo cierto es que la ausencia de aprobación de la misma no vicia el trámite de constitucionalidad de la norma, lo que sí ocurriría en cambio si se omite aprobar o improbar la proposición de archivo.

No obstante, el Ministerio Público debe resaltar que en algunas sentencias como la C-816 de 2004, MM.PP. Jaime Córdoba Triviño y Rodrigo Uprimny Yepes la Corte Constitucional ha manifestado que “Conforme al artículo 176 del Reglamento del Congreso y al análisis adelantado en los fundamentos anteriores de esta sentencia, es indudable que la falta de aprobación del informe de ponencia tiene al menos un efecto jurídico, y es la imposibilidad de continuar con el trámite del proyecto”.

Por lo anterior, la Corte deberá determinar si la falta de aprobación referida implica un vicio de constitucionalidad.

3.2.1. Votación del Articulado Aprobado por las Comisiones Primeras en Sesiones Conjuntas

Revisadas las pruebas obrantes, el Ministerio Público estima que existe un vicio en la aprobación del artículo segundo del referido proyecto, por lo cual debe declararse inexequible por motivos de trámite. De otro lado, el resto del proyecto fue aprobado correctamente por las Comisiones Primeras Constitucionales. El iter legislativo del proyecto fue el siguiente:
La disposición normativa en comento poseía seis artículos, los cuales fueron votados uno a uno, y debiendo tramitar las numerosas proposiciones que se presentaron en torno a cada uno de ellos.
El artículo primero sufrió dos proposiciones sustitutivas que fueron debatidas y votadas en la sesión en comento. No sobra recordar que en virtud del artículo 114 de la Ley 5 de 1992, cuando un artículo posee proposiciones sustitutivas, estas han de debatirse primero a la propuesta original, y en caso de aprobada una sustitutiva ya no se vota la principal.

La primera proposición sustitutiva del artículo primero, que tenía por fin buscar que los acuerdos de paz deberían tener por objeto la desmovilización,  señalaba: 

“Artículo 1. Referendo constitucional con ocasión de acuerdos de desmovilización de grupos armados al margen de la Ley. Los referendos Constitucionales que sean necesarios para la implementación de acuerdos de desmovilización de grupos armados al margen de la Ley estarán sujetos, en lo especial, a las reglas contempladas en la presente Ley”.
Tal moción fue denegada en la Comisión Primera del Senado con un total de 16 votos, 14 por el no y 2 por el sí; y en la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, con un total de 27 votos, 26 por el no y 1 por el sí.
La segunda proposición sustitutiva, que resultó aprobada, obtuvo una votación nominal en la Comisión Primera del Senado de 16 Votos, 14 votos por el sí y 2 por el no; y en la Cámara Total de 25 votos, 24 por el sí y 1 por el no.

El artículo segundo contó con tres proposiciones sustitutivas. La proposición 03 que tenía por fin recalcar que el referendo debería ser para acuerdos de paz con grupos desmovilizados, la proposición 04 que tenía por fin suprimir el artículo segundo, y la proposición 05, que fue presuntamente aprobada en forma definitiva. Tales propuestas obtuvieron las siguientes votaciones:

En relación con la proposición 03, primera sustitutiva del artículo segundo del Proyecto de Ley se votó:
Por Secretaría informa que se ha radicado la Proposición número 03 sustitutiva presentada por el honorable Representante Miguel Gómez, la Proposición número 04 en la cual solicita suprimir el artículo presentada por el honorable Senador Juan Carlos Vélez Uribe y la Proposición modificativa número 05 presentada por los honorables Senadores Roberto Gerléin Echeverría y Eduardo Enríquez Maya.
(…)
La Presidencia cierra la discusión de la Proposición sustitutiva número 03. Abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 14

Por el Sí: 2

Por El No: 12

En consecuencia ha sido negada la Proposición sustitutiva número 03, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 25

Por el Sí: 2

Por el No: 23

En consecuencia ha sido negada la proposición sustitutiva número 03, en la Comisión Primera de la honorable Cámara”.

(…) 

“La Presidencia abre la discusión de la proposición sustitutiva radicada por el honorable Senador Juan Carlos Vélez Uribe e indica a la Secretaría dar lectura a la proposición número 04.

(…)

La Presidencia cierra la discusión de la Proposición número 04. Abre la votación nominal. 
La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 13

Por el Sí: 1

Por el No: 12

En consecuencia ha sido negada la proposición número 04, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 22

Por el Sí: 1

Por el No: 21

En consecuencia ha sido negada la proposición número 04, en la Comisión Primera de la honorable Cámara”.

Finalmente, con la Proposición 05, presuntamente aprobada, ocurrió lo siguiente:

“La Presidencia indica a la Secretaría dar lectura a la siguiente proposición:

(…)

La Presidencia abre la discusión de la proposición leída y cerrada esta, la Presidencia abre la votación.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 12

Por el Sí: 10

Por el No: 2

En consecuencia ha sido aprobado el artículo 2° en el pliego de modificaciones, con la modificación formulada en la Proposición número 05, en la Comisión Primera del honorable Senado”.

“La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 22

Por el Sí: 22

Por el No: 0

En consecuencia ha sido aprobado el artículo 2° en el pliego de modificaciones, con la modificación formulada en la Proposición número 05, en la Comisión Primera de la honorable Cámara.” (subrayados y negrilla por fuera del original)
Nótese que el artículo segundo fue presuntamente aprobado en la Comisión Primera del Senado con un total de 10 votos. No obstante, la Ley 3 de 1992 en su artículo 2, refiere que la Comisión Primera Constitucional permanente en el Senado se encuentra conformada por 19 Honorables Senadores, los cuales se encuentran descritos en la página web de la Corporación
. Así las cosas, la mayoría absoluta, exigida para los proyectos de Ley Estatutaria, implica la necesidad de 11 votos
. Como la proposición fue votada afirmativamente únicamente por 10, la misma nunca fue aprobada, y como la Corporación continuó el trámite sin subsanar el vicio el  referido artículo no fue aprobado en la Comisión Primera del Senado de la República, motivo por el que no ha surtido el trámite constitucional completo y debe ser declarado inexequible por vicios de trámite.
El artículo tercero contó con una proposición sustitutiva, correspondiente con la Proposición 06. Dicha disposición tenía por fin recalcar que el referendo debería suscribirse con grupos armados ya desmovilizados. Las células legislativas iniciaron por negar la proposición sustitutiva, para finalmente aprobar la del pliego de modificaciones señalado en el Proyecto de Ley:
“La Presidencia cierra la discusión de la proposición Sustitutiva número 06. Abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 14

Por el Sí: 1

Por el No: 13

En consecuencia ha sido negada la Proposición sustitutiva número 06, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 21

Por el Sí: 1

Por el No: 20

En consecuencia ha sido negada la Proposición sustitutiva número 06, en la Comisión Primera de la honorable Cámara.







(…)

La Presidencia abre la discusión del artículo 3° contenido en el pliego de modificaciones y cerrada esta. Abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 14

Por el Sí: 13

Por el No: 1

En consecuencia ha sido aprobado el artículo 3° contenido en el pliego de modificaciones, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 21

Por el Sí: 20

Por el No: 1

En consecuencia ha sido aprobado el artículo 3° contenido en el pliego de modificaciones, en la Comisión Primera de la honorable Cámara.

El artículo cuarto de la disposición fue objeto de una proposición sustitutiva, correspondiente con la 6A. Dicha proposición fue negada, y el texto definitivo correspondió a la propuesta por los ponentes en el pliego de modificaciones. Las votaciones fueron las siguientes:
“La Presidencia abre la discusión del artículo 4°. Contenido en el pliego de modificaciones.

Por Secretaría informa que se radicó la Proposición modificatoria número 6A presentada por el honorable Representante Miguel Gómez Martínez.

(…)

La Presidencia abre la discusión de la Proposición número 6A y cerrada esta. Abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 14

Por el Sí: 1

Por el No: 13

En consecuencia ha sido negada la Proposición número 6A, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista: 

(…)
La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 21

Por el Sí: 1

Por el No: 20

En consecuencia ha sido negada la Proposición número 6A, en la Comisión Primera de la honorable Cámara. 
Siendo las 2:10 p. m., la Presidencia pregunta a los miembros de la Comisión Primera del Senado si se declara en Sesión permanente y estos responden afirmativamente por unanimidad.

La Presidencia pregunta a los miembros de la Comisión Primera de la Cámara si se declara en Sesión permanente y estos responden afirmativamente por unanimidad.

La Presidencia abre la discusión del artículo 4° contenido en el pliego de modificaciones y cerrada esta abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 15

Por el Sí: 13

Por el No: 2

En consecuencia ha sido aprobado el artículo 4° contenido en el pliego de modificaciones, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 20

Por el Sí: 19

Por el No: 1

En consecuencia ha sido aprobado el artículo 4° contenido en el pliego de modificaciones, en la Comisión Primera del honorable Cámara”.

De otro lado, la Ponencia del Proyecto de Ley contenía un artículo quinto, denominado prohibición de constreñimiento al sufragante. Dicho artículo contó con una proposición supresiva, que correspondió con la proposición 07. Las Cámaras legislativas aprobaron la proposición supresiva:
“La Presidencia abre la discusión del artículo 5° en el pliego de modificaciones.

Por Secretaría informa que ha radicado la Proposición número 07 firmada por los honorables Representantes Hugo Vásquez Jaramillo y otra por el honorable Representante Miguel Gómez Martínez, en la que solicitan suprimir el artículo.

 (…)

La Presidencia abre la discusión de la Proposición número 07 y que fue la primera en radicarse cerrada esta, abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 13

Por el Sí: 11

Por el No: 2

En consecuencia ha sido aprobada la eliminación del artículo 5°, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 20

Por el Sí: 20

Por el No: 0

En consecuencia ha sido aprobada la eliminación del artículo 5°, en la Comisión Primera de la honorable Cámara”.

El artículo sexto original de la Ponencia, era relativo a la vigencia del proyecto de Ley y la eliminación de las leyes contrarias a la disposición aprobada. No obstante, las Comisiones primeras aprobaron una proposición sustitutiva que eliminaba la expresión que derogaba las leyes contrarias:
“La Presidencia abre la discusión del artículo 6° en el pliego de modificaciones.

Por Secretaría informa que ha radicado la proposición modificativa número 08 presentada por los honorables Senadores Roberto Gerléin Echeverría y Eduardo Enríquez Maya.

(…)

La Presidencia abre la discusión de la Proposición modificatoria número 08 y cerrada esta. Abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 14

Por el Sí: 12

Por el No: 2

En consecuencia ha sido aprobada la proposición modificatoria número 08, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 21

Por el Sí: 20

Por el No: 1

En consecuencia ha sido aprobada la Proposición modificativa número 08, en la Comisión Primera del honorable Cámara.”

A continuación, las Comisiones Primeras Constitucionales continuaron con la votación de una serie de proposiciones consistentes en la introducción de artículos nuevos al proyecto.

El Senador Juan Lozano Ramírez radicó la proposición No. 09, que contenía un artículo nuevo relativo a la garantía del acceso democrático a los medios oficiales de comunicación, en el siguiente tenor:

“Artículo nuevo: El Gobierno Nacional garantizará el acceso democrático a los medios oficiales de comunicación en condiciones equitativas para quienes apoyen o controviertan lo contenidos incorporados en los textos o decisiones sometidas a consideración del pueblo, en desarrollo de cualquier mecanismo de participación ciudadana.

Dicho artículo fue aprobado así:

“La Presidencia cierra la discusión de la Proposición número 09. Abre la votación Nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 12

Por el Sí: 12

Por el No: 0

En consecuencia ha sido aprobada la Proposición número 09, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 20

Por el Sí: 20

Por el No: 0

En consecuencia ha sido aprobada la Proposición número 09, en la Comisión Primera de la honorable Cámara”.
Finalizado lo anterior las Corporaciones decidieron votar en bloque las diez proposiciones restantes, en la Comisión Primera del Senado con 12 votos afirmativos, contra uno negativo, para un total de trece votos; y en la Comisión Primera de la Cámara, con un total de 20 votos afirmativos contra uno negativo, para un total de 21 sufragios. 

Una vez decidido que las proposiciones se votarían en bloque, estas resultaron negadas así:
“La Presidencia abre la discusión de las 10 proposiciones de los artículos nuevos y cerrada esta. Abre la votación nominal.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 13

Por el Sí: 1

Por el No: 12

En consecuencia han sido negadas las 10 proposiciones de los artículos nuevos, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

 La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 20

Por el Sí: 1

Por el No: 19

En consecuencia han sido negadas las 10 proposiciones de los artículos nuevos, en la Comisión Primera de la honorable Cámara”.

Finalmente, las Comisiones procedieron a discutir y aprobar el título del proyecto. Dicha disposición también contó con una proposición sustitutiva, que pretendía que el título fuese: “Por medio de la cual se establecen reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de acuerdos de desmovilización de grupos armados al margen de la Ley”. Dicha proposición fue rechazada, y finalmente se aprobó el título contenido en el pliego de modificaciones del Proyecto de Ley, y se expresó la voluntad que el referido proyecto de Ley fuera Ley de la República:
“La Presidencia abre la discusión del título del proyecto contenido en el texto del pliego de modificaciones.

Por Secretaria informa que se ha radicado la proposición sustitutiva número 10 presentada por honorable Representante Miguel Gómez.

La Presidencia abre la discusión de la proposición sustitutiva número 10 y cerrada esta. Abre la votación nominal.
La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista: 

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 14

Por el Sí: 2

Por el No: 12

En consecuencia ha sido negada la proposición sustitutiva número 10, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 21

Por el Sí: 0

Por el No: 21

En consecuencia ha sido negada la proposición sustitutiva número 10, en la Comisión Primera de la honorable Cámara.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia por Secretaría se da lectura al título del proyecto contenido en el texto del pliego de modificaciones:

Por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado

La Presidencia abre la discusión del título leído y cerrada esta pregunta si cumplidos los trámites constitucionales y legales, ¿quieren los Senadores presentes que el proyecto de ley Estatutaria aprobado sea ley de la República?, cerrada su discusión, abre votación nominal.
La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Senado llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de votos: 14

Por el Sí: 12

Por el No: 2

En consecuencia ha sido aprobado el título y la pregunta del Proyecto de ley número 63 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, en la Comisión Primera del honorable Senado.

La Presidencia indica a la Secretaría de la Comisión Primera de Cámara llamar a lista:

(…)

La Presidencia cierra la votación y por Secretaría se informa el resultado:

Total de Votos: 19

Por el Sí: 19

Por el No: 00

En consecuencia ha sido aprobado el título y la pregunta del Proyecto de ley número 63 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, en la Comisión Primera del honorable Cámara.

(…)
Secretario Cámara: 

Sí señor Presidente, se cometió un yero en la última votación, en el resultado, se informó a la Plenaria que habían sido diecinueve (19) votos cuando en realidad votaron veinte (20) honorables Representantes, todos lo hicieron de manera afirmativa y en consecuencia el Título y la Pregunta fueron aprobados con la mayoría exigida en la Constitución y la ley. Muchas gracias señor Presidente y le pido mil disculpas por este yero involuntario”. 

Referido todo lo anterior, el texto definitivo aprobado en las sesiones conjuntas, según la publicación del Congreso efectuado en la Gaceta 908 de 2013 es el siguiente:
“Proyecto de ley estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara, 
Por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado estarán sujetos, en especial, a las reglas contempladas en la presente ley.

Artículo 2°. Fecha para la realización de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley podrán coincidir con actos electorales. Cuando tales referendos coincidan con actos electorales, los jurados de votación deberán ofrecer a los electores la tarjeta correspondiente a los referendos junto con las demás tarjetas. Los electores estarán en plena libertad de manifestarle a los jurados de votación que no desean recibir la tarjeta correspondiente al referendo. 

Artículo 3°. Publicidad del acuerdo final para la terminación del conflicto armado. El acuerdo final para la terminación del conflicto armado deberá ser publicado y difundido para conocimiento de los ciudadanos con anterioridad a la votación del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.

Artículo 4°. Financiación de las campañas. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas de financiación de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.

Artículo 5°. El Gobierno Nacional garantizará el acceso democrático a los medios oficiales de comunicación en condiciones equitativas para quienes apoyen o controviertan los contenidos incorporados en los textos o decisiones sometidas a consideración del pueblo, en desarrollo de cualquier mecanismo de participación ciudadana.

Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.”

Aprobado el texto referido, se nombró al honorable Senador Hernán Andrade Serrano como ponente para segundo debate y al honorable Representante Hernando Alfonso Prada Gil para los mismos efectos en su Corporación.
3.3. Trámite en segundo debate en la Plenaria de la Cámara de Representantes

La ponencia para segundo debate en la Cámara de Representantes, el pliego de modificaciones, el texto propuesto para segundo debate y el texto aprobado en las Comisiones Primeras Constitucionales fueron publicados en la Gaceta del Congreso 758 del 24 de septiembre de 2013. El ponente asignado para el segundo debate del proyecto de Ley Estatutaria fue el Representante Alfonso Prada Gil. 
El articulado de la ponencia fue el siguiente:

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE EN LA PLENARIA DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES PARA EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 63 DE 2013 SENADO 73 DE 2013 CÁMARA

por medio del cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 63 DE 2013 SENADO, 73 DE 2013 CÁMARA

por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Referendos Constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado estarán sujetos, en especial, a las reglas contempladas en la presente ley.

Artículo 2º. Fecha para la realización de Referendos Constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley podrán coincidir con actos electorales. Cuando tales referendos coincidan con actos electorales, los jurados de votación deberán ofrecer a los electores la tarjeta correspondiente a los referendos junto con las demás tarjetas. Los electores estarán en plena libertad de manifestarles a los jurados de votación que no desean recibir la tarjeta correspondiente al referendo.

Artículo 3º. Publicidad del Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. El Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado deberá ser publicado y difundido para conocimiento de los ciudadanos con anterioridad a la votación del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.

Artículo 4º. Financiación de las campañas. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas de financiación de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente Ley.

Artículo 5º. Medios de comunicación. El Gobierno Nacional garantizará el acceso democrático a los medios oficiales de comunicación en condiciones equitativas para quienes apoyen o controviertan los contenidos incorporados en los textos o decisiones sometidas a consideración del pueblo, en desarrollo del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.

Artículo 6º. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

De los honorables Representantes,

Alfonso Prada Gil,

Representante.”
(Subrayados correspondientes a las modificaciones propuestas por el Ponente)

Debe resaltarse que, salvo la corrección de la numeración en los artículos quinto y sexto, se adicionó una especificación en el artículo sexto, relativa a que el acceso a los medios oficiales se refería únicamente a los referendos tratados por la Ley, el proyecto de Ley correspondió con el aprobado en las Comisiones Constitucionales conjuntas.

El anuncio previo para el segundo debate en la Cámara de Representantes se hizo en la sesión plenaria del 1 de octubre de 2013, según consta en el Acta de Plenaria 237 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 958 de 2013. El anuncio se realizó en los siguientes términos: 

“Se anuncian los siguientes proyectos para la sesión plenaria del día 8 de octubre del 2013 o para la siguiente sesión en la cual se debatan proyectos de ley o actos legislativos de acuerdo al Acto legislativo 01 de julio de 03 del 2003 en su artículo 8º. (Negrilla y subraya fuera del texto).

Proyectos para Segundo debate.

Proyecto de ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, 63 de 2013 Senado, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado…”
En la Plenaria del 8 de octubre de 2013, tal como consta en el Acta de Plenaria 238 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 1009 del 6 de diciembre de 2013, se discutieron y aprobaron algunos de los impedimentos radicados en relación con el proyecto de ley estatutaria. En atención a la finalización de la Sesión el proyecto de ley que se examina fue anunciado nuevamente para el día siguiente 9 de octubre, así:
“Señor Secretario anuncie proyectos para mañana por favor. 

La Secretaría General informa, doctor Jorge Humberto Mantilla Serrano:

Se anuncian proyectos.

La Secretaría General informa, doctora Flor Marina Daza Ramírez:

Se anuncian los siguientes proyectos para la sesión del día de mañana 9 de octubre o para la Sesión Plenaria donde se deban proyectos de ley o actos legislativos de acuerdo al Acto Legislativo número 01 de julio 3 del 2003. 

Proyectos para segundo debate

Proyecto de Ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, 063 de 2013 Senado, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado. 

(…)

Señor Presidente, han sido anunciados los proyectos de ley.

Muchas gracias honorables Representantes, se levanta la sesión, se cita para mañana miércoles 9 de octubre a las 2:00 p. m”.

En la Plenaria del 9 de octubre de 2013, tal como consta en el Acta de Plenaria 239 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 31 de 2014, se continuó con la discusión y aprobación de otros de los impedimentos. Así las cosas, el proyecto de ley fue anunciado nuevamente para el día 15 de octubre de 2013:

“Dirección de la Presidencia, doctor Hernán Penagos Giraldo:

Gracias Representante. Señora Secretaria, anuncie proyectos y abra el registro para verificar quórum.

Subsecretaria General, doctora Flor Marina Daza Ramírez:

Sí, señor Presidente.

Proyectos de ley para la Sesión Plenaria del día 15 de octubre de 2013 o para la siguiente Sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de actos legislativos, de acuerdo al Acto Legislativo número 1 de julio 3 de 2003, en su artículo 8°.

Proyecto de ley para segundo debate.

Proyecto de Ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, 063 de 2013 Senado, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

(…)

Dirección de la Presidencia, doctor Hernán Penagos Giraldo:

Cierre el registro señor secretario, anuncie si existe quórum decisorio o deliberatorio.

Secretario General, doctor Jorge Humberto Mantilla Serrano:

Se cierra el registro señor Presidente, solo existe quórum deliberatorio.

Dirección de la Presidencia, doctor Hernán Penagos Giraldo:

Se levanta la sesión siendo las 7:18 p. m., se cita para el próximo martes 15 de octubre a las 3:00 de la tarde”.

En la Plenaria del 15 de octubre de 2013, tal como consta en el Acta de Plenaria 240 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 32 de 2014, se continuó con la discusión y aprobación de los impedimentos presentados, finalizado lo cual se leyó la ponencia en donde se recomienda dar segundo debate al proyecto de ley estatutaria y se abrió la discusión. No obstante como no se pudo votar, el proyecto fue nuevamente anunciado para la sesión del 16 de octubre de 2013. En el Acta de Plenaria No. 240 del 15 de octubre de 2013 se señaló lo siguiente: 

“Sí señor Presidente, se anuncian los siguientes proyectos para la sesión del día de mañana 16 de octubre del 2013 o para la siguiente sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de ley o acto legislativos, de acuerdo al Acto Legislativo 1 de julio 3 del 2003 en su artículo 8°.

Proyectos para segundo debate:

Proyecto de Ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, 63 de 2013 Senado, 
(…)

Señor Presidente, han sido anunciados los proyectos de ley.

Dirección de la Presidencia, doctor Hernán Penagos Giraldo:

Se levanta la sesión, se cita para mañana miércoles 16 de octubre de 2013 a las 10:00 de la mañana, muchas gracias.

Se levanta la sesión Plenaria siendo las 8:27 p. m.”.

En la Plenaria del 16 de octubre de 2013, tal como consta en el Acta de Plenaria 241 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 33 de 2014, finalmente se discutió y aprobó en segundo debate el articulado, el título y se expresó la voluntad final para el proyecto fuera ley de la República. 

En primer lugar, la Corporación aprobó la proposición relativa a dar trámite al referido proyecto con un total de 92 votos: 91 votos afirmativos contra 1 voto negativo. Una vez aprobado lo anterior, se procedió a votar el articulado, el cual contaba con 6 artículos. No obstante como se habían radicado tres proposiciones sustitutivas, a los artículos 2, 4 y 5, y se habían propuesto dos artículos nuevos, la Plenaria decidió aprobar en bloque todos los artículos referidos, a excepción del artículo 2 que contaba con una proposición que sustituía fuertemente el artículo 2, pues no permitía que el tarjetón fuera entregado por los jurados a menos que el elector lo solicitara. Los artículos votados en conjunto fueron aprobados así, como consta en el Acta de Plenaria 241 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 33 de 2014:
“En consideración los artículos leídos por el señor Secretario que son aquellos que no tienen proposición, que tienen proposición avalada por el Gobierno y el ponente y los artículos nuevos, se abre la discusión, anuncio que va cerrarse, queda cerrada. Abra el registro señor Secretario.

La Secretaría General informa, doctor Jorge Humberto Mantilla Serrano:

Se abre el registro para votar los artículos en mención, el 1º, 3º y 4º con proposición, 5º con proposición avalada, el 6º que no tiene proposición y dos artículos nuevos, pueden votar honorables Representantes.

(…)

Se cierra el registro. La votación es de la siguiente manera:

Por el SÍ:
105 votos. 

Por el NO:
2 votos.

 (…)

NOTA ACLARATORIA DE VOTACIÓN SESIÓN PLENARIA 16 DE OCTUBRE DE 2013

Proyecto de Ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

La suscrita Subsecretaria General de la honorable Cámara de Representantes, debido a un error involuntario en el momento de realizar la transcripción del registro manual durante la votación del bloque de artículos nuevos y avalados del Proyecto de Ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, se permite aclarar lo siguiente:

Que en el registro manual de votación se omitió la inscripción del honorable Representante Fernando de la Peña Márquez quien expresó su intención de voto por el SÍ.

El resultado de la votación anunciada para dicho trámite se altera con la presente corrección y se corrige de la siguiente manera.

VOTACIÓN ANUNCIADA:

POR EL SÍ:
105 VOTOS

POR EL NO:
2 VOTOS

VOTACIÓN EFECTIVA EN REGISTROS:

POR EL SÍ:
106 VOTOS

POR EL NO:
2 VOTOS

(…)

Debe precisarse que las modificaciones consistieron en lo siguiente: En el artículo 4 se adicionó que el Consejo Nacional Electoral debería reglamentar la financiación para los que promuevan la abstención en el referendo. En el artículo 5 se confirió a la Autoridad Nacional de Televisión el deber de garantizar el acceso a los medios, y también se incluyó que dicha prerrogativa la tendrían quienes promovieran la abstención. Finalmente, los artículos nuevos aprobados, fueron:

“Artículo  nuevo: Garantías para la oposición al referendo constitucional. Cuando la realización del tipo de referendos a los que se refiere la presente ley coincida con un acto electoral, se deberá asegurar que quienes se opongan al referendo tengan las suficientes garantías. Para tal efecto:

1. Las campañas no podrán ser financiadas con recursos públicos.

2. El Gobierno nacional no podrá aumentar los recursos destinados a la publicidad del Estado.

3. El certificado de sufragante solo se otorgará a quienes participen en la votación de los actos electorales, y la decisión de no votar el referendo bajo ninguna circunstancia podrá afectar este derecho.

4. La campaña institucional de la organización electoral se regirá por lo establecido en el artículo 93 de la Ley 134 de 1994. Además de divulgar el contenido del referendo constitucional la organización electoral deberá explicar las formas de participación, incluyendo la abstención activa.

5. Para efectos del establecimiento de topes de financiación y de acceso a medios de comunicación, la campaña que promueva la abstención activa en el referendo será considerada por el Consejo Nacional Electoral y la Autoridad Nacional de Televisión, como una campaña independiente de la campaña por el no.”
“Artículo nuevo: Participación en las campañas del referendo. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas para la realización de campañas a favor, en contra o por la abstención, respecto del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley”.
A pesar que las adiciones fueron efectuadas en el Segundo debate de la Cámara de Representantes, el Ministerio Público estima que en ellas  no se incurrió en violaciones a la identidad flexible ni a la consecutividad. Si bien es cierto en las Comisiones Primeras Constitucionales no se trataron en forma directa algunas reglas técnicas relativas a las garantías electorales, parte esencial del Proyecto de Ley consistió en determinar las reglas de juego para los actores favorables y desfavorables al referendo por la paz. Así las cosas, la concreción de unas reglas técnicas respeta los referidos principios constitucionales.

Superado lo anterior, la Corporación procedió a votar el artículo 2 restante. En primer lugar, se votó la proposición sustitutiva referida y posteriormente la contenida en la Ponencia del Proyecto de Ley.

La proposición sustitutiva fue denegada con una votación de 101 votos, 93 por el no y 8 por el sí. En cambio el artículo 2 de la Ponencia obtuvo la mayoría de 95 votos, 92 por el Sí; y 3 por el no, resultando aprobada con las mayorías necesarias. 

Finalmente, la Plenaria procedió a aprobar el título del proyecto y preguntó si querían que éste continuara su trámite para ser Ley de la República:

Gracias, señor Secretario. En consideración el título del proyecto y la pregunta si quieren que este proyecto continué su trámite y sea Ley de la República, se abre la discusión, anuncio que va a cerrarse, queda cerrada. Abra el registro señor Secretario.

(…)
La Secretaría General informa, doctor Jorge Humberto Mantilla Serrano:

Velandia vota sí. Quedó cerrado el registro. La votación es de la siguiente manera 

Por el Sí: 104 votos 

Por el No: 2 votos.

Señor Presidente, ha sido aprobado el título y la pregunta con las mayorías requeridas por la Constitución y la ley sobre este proyecto de referendo”.

El texto aprobado en la sesión plenaria de la Cámara de Representantes fue publicado en la Gaceta del Congreso 847 de 2013, y es el siguiente:

“TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 073 DE 2013 CÁMARA, 63 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado estarán sujetos, en especial, a las reglas contempladas en la presente ley. 

Artículo 2°. Fecha para la realización de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley podrán coincidir con actos electorales. Cuando tales referendos coincidan con actos electorales, los jurados de votación deberán ofrecer a los electores la tarjeta correspondiente a los referendos junto con las demás tarjetas. Los electores estarán en plena libertad de manifestarles a los jurados de votación que no desean recibir la tarjeta correspondiente al referendo. 

Artículo 3°. Publicidad del Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. El Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado deberá ser publicado y difundido para conocimiento de los ciudadanos con anterioridad a la votación del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley. 

Artículo 4°. Financiación de las campañas. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas de financiación de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley, así como de las que promuevan la abstención. 

Artículo 5 °. Medios de comunicación. La Autoridad Nacional de Televisión garantizará el acceso democrático a los medios oficiales de comunicación en condiciones equitativas para quienes apoyen o controviertan el tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley así como de quienes promuevan la abstención. 

Artículo Nuevo. Garantías para la oposición al referendo constitucional. Cuando la realización del tipo de referendos a los que se refiere la presente ley coincida con un acto electoral, se deberá asegurar que quienes se opongan al referendo tengan las suficientes garantías. Para tal efecto: 

1. Las campañas no podrán ser financiadas con recursos públicos. 

2. El Gobierno nacional no podrá aumentar los recursos destinados a la publicidad del Estado. 

3. El certificado de sufragante solo se otorgará a quienes participen en la votación de los actos electorales, y la decisión de no votar el referendo bajo ninguna circunstancia podrá afectar este derecho. 

4. La campaña institucional de la organización electoral se regirá por lo establecido en el artículo 93 de la Ley 134 de 1994. Además de divulgar el contenido del referendo constitucional la organización electoral deberá explicar las formas de participación, incluyendo la abstención activa. 

5. Para efectos del establecimiento de topes de financiación y de acceso a medios de comunicación, la campaña que promueva la abstención activa en el referendo, será considerada por el Consejo Nacional Electoral y la Autoridad Nacional de Televisión, como una campaña independiente de la campaña por el no. 

Artículo Nuevo. Participación en las campañas del referendo. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas para la realización de campañas a favor, en contra o por la abstención, respecto del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley. 

Artículo nuevo. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación. 

Alfonso Prada Gil,

Ponente.

SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., octubre 17 de 2013

En Sesiones Plenarias de los días octubre 1°, octubre 8, octubre 9, octubre 15 y 16 octubre de 2013 fue discutido y aprobado en Segundo Debate el texto definitivo con modificaciones del Proyecto de Ley Estatutaria número 73 de 2013 Cámara, 63 de 2013 Senado, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado. Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5a de 1992. Lo anterior, según consta en las actas de Sesión Plenaria número 237 de octubre 1°, 239 de octubre 8, 240 de octubre 9, 241 de octubre 15 y 242 de octubre 16 de 2013, previo su anuncio los días 25 de septiembre Acta número 236, 2 de octubre Acta número 238, 8 de octubre Acta número 239, 9 de octubre Acta número 240, 15 de octubre Acta número 241 de los corrientes. 

El Secretario General,

Jorge Humberto Mantilla Serrano”
3.4. Trámite en segundo debate en la Plenaria del Senado de la República

Luego de ser aprobado en la Cámara de Representantes, el proyecto pasó al Senado con la radicación 063 de 2013. En la referida Corporación se designó como ponente al Senador Hernán Andrade Serrano, quien presentó la ponencia para segundo debate, publicada en la Gaceta del Congreso 759 de 2013. El texto del articulado fue el siguiente:

“TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE EN LA PLENARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA PARA EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 63 DE 2013 SENADO, 073 DE 2013 CÁMARA

por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 63 DE 2013 DE SENADO, NÚMERO 073 DE 2013 DE CÁMARA

por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Igual al texto aprobado en Comisiones Conjuntas.

Artículo 2º. Fecha para la realización de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Igual al texto aprobado en Comisiones Conjuntas.

Artículo 3º. Publicidad del Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Igual al texto aprobado en Comisiones Conjuntas.

Artículo 4º. Financiación de las campañas. Igual al texto aprobado en Comisiones Conjuntas.

Artículo 5º. Medios de comunicación. Quedará así: El Gobierno Nacional garantizará el acceso democrático a los medios oficiales de comunicación en condiciones equitativas para quienes apoyen o controviertan los contenidos incorporados en los textos o decisiones sometidos a consideración del pueblo, en desarrollo del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.

Artículo 6º. Vigencia. Igual al aprobado en Comisiones Conjuntas.

De los honorables Senadores,

Hernán Andrade Serrano,

Senador”.

(Subrayados consistentes en las modificaciones propuestas en relación al texto aprobado en la Comisión Primera Constitucional).
Debe resaltarse que el texto propuesto no contenía las modificaciones aprobadas en la Plenaria de la Cámara, e introducía una pequeña modificación al artículo 5, artículo que también había tenido modificaciones en la plenaria de la Cámara.

El anuncio para segundo debate en la plenaria del Senado, se hizo en la sesión del 22 de octubre de 2013, como consta en el Acta 23 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 03 de 2014, así: 

“Anuncio de proyectos

Por instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo número 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión.

Siguiente punto luego del llamado a lista es anuncio de proyectos. Proyectos para discutir y votar en la próxima sesión plenaria del Senado de la República de Colombia. 

(…)

¿Proyecto de ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado.

Siendo las 9:10 p. m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para mañana miércoles 23 de 2013 a las 12:00 m”.
El proyecto en comento fue considerado y aprobado en la sesión del 23 de octubre de 2013, según consta en el Acta 24 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 24 de 2014. El texto aprobado en la sesión plenaria fue publicado en la Gaceta 908 de 2013.
Teniendo en cuenta el contenido del Acta No. 24 de 2013, publicada en la Gaceta del Congreso No. 24 de 2014, el iter legislativo fue el siguiente.

En primer lugar, la Plenaria aprobó la proposición afirmativa del informe de ponencia con un total de 60 votos, 55 por el sí y 05 por el no. Acto seguido, la Corporación procedió a votar artículo por artículo.

El artículo primero poseía una proposición sustitutiva, presentada por el H.S. Parmenio Cuéllar Bastidas, la cual fue discutida y votada, resultando negada con una votación total de 65 sufragios, 58 por el no y 7 por el sí. A continuación se procedió a votar el art. 1 señalado en la Ponencia. El referido texto coincidía con el aprobado en comisiones conjuntas y resultó aprobado por votación con un total de 66 votos, 62 por el sí y 04 por el no. 

Una vez aprobado el artículo primero, el senador Juan Lozano formuló lo siguiente:

“Con la venia de la Presidencia y del orador, interpela el honorable Senador Juan Francisco Lozano Ramirez:

Gracias señor Presidente, antes con su venia, una frase rápida, yo no mandé, querido Senador Hernán ninguna carga de profundidad; porque no suelo hacerlo, yo digo las cosas como son, de frente, solo señalaba una situación fáctica y es que cuando se abrió el registro aquí aún sesionaba la Comisión Primera, eso lo digo como sucedió, no señalo nada diferente el registro aquí se abrió a las 2:17 o 2:18

Con la venia de la Presidencia y del orador, interpela el honorable Senador Juan Manuel Galán Pachón:

Gracias señor Presidente para hacer una aclaración al Senador Lozano, yo quiero que posteriormente a la aclaración que voy a hacer, el Secretario, con su venia Presidente, le dé lectura a los artículos del reglamento de la Ley 5ª del Congreso, que soportan las afirmaciones que voy a hacer.

La apertura del registro no significa, Senador Lozano, apertura de sesión para que la sesión de abra se requiere el 25% de la presencia de los Senadores para que haya quórum deliberatorio y que el señor Presidente se siente allá y diga: se declara abierta la sesión.

Entonces, no hay coincidencia entre que estemos sesionando en la Comisión Primera y que se abra el registro, esto perfectamente puede ocurrir y no hay sesión abierta. Le pido, señor Secretario, que lea el artículo respectivo del reglamento.”.
En este punto el Ministerio Público encuentra un punto realmente conflictivo.

Según el comunicado de prensa 41 del 25 de Octubre 2013, en el que se informa del contenido de la Sentencia C-740/13, la Corte Constitucional declaró inexequible por vicios de forma el Acto Legislativo 2 de 2012, precisamente porque hubo simultaneidad entres sesiones de la Comisión y la Plenaria, y la referida simultaneidad consistió en que el registro de la Plenaria se abrió mientras aún sesionaba la comisión, sin interesar la conformación del quorum deliberatorio.

Si bien es cierto el Ministerio Público no comparte preliminarmente el análisis de la simultaneidad efectuado en la Sentencia C-740 de 2013, y resaltando que aún no conoce el contenido definitivo para poder evaluar el alcance de la línea jurisprudencial, esta Vista Fiscal considera que la Corte Constitucional debe comportarse como un Tribunal coherente. 

Aunque esta Jefatura no tiene elementos probatorios para contrastar la veracidad de la simultaneidad de las sesiones, la Corte Constitucional no puede perder de vista que el análisis avocado es integral y oficioso, motivo por el cual tiene que examinar si existió la referida simultaneidad, y si así lo encuentra, debe aplicar los efectos de su línea jurisprudencial dejando sin efectos el debate en la Plenaria del Senado. Viola el principio de la universalidad que en un caso la Corte Constitucional aplique una regla jurídica, y en otra, casi inmediatamente posterior, cambie de postura.
En relación con el artículo segundo, esta Vista Fiscal encuentra que se presentaron 2 proposiciones sustitutivas, no obstante todas ellas fueron negadas. La proposición sustitutiva del Senador Juan Lozano fue negada con un total de 67 Votos, 07 por el sí y 60 por el no. La proposición del  Senador Jorge Eduardo Londoño Ulloa con un total de 67 votos, 07 por el sí y 67 por el no. Finalmente se votó el texto de la ponencia, que coincidía con el texto presuntamente aprobado en las Comisiones Conjuntas, obteniendo de 64 votos, 58 sufragios por el sí y 06 por el no. No obstante, no sobra resaltar que dicho artículo no fue aprobado en la Comisión Primera del senado, lo que hace dicha votación sea inane de cara a subsanar el vicio de constitucionalidad.

El artículo tercero, fue votado en la fórmula propuesta por el Proyecto, que coincidía con el aprobado en las comisiones. El artículo resultó aprobado por unanimidad de todos los votantes, con un total de 64 sufragios afirmativos. 

Los demás artículos implicaron una discusión especial en la Plenaria del Senado. Por un lado, los Senadores tuvieron una fuerte discusión relativa a si era necesario incluir, como lo había hecho la Cámara de Representantes, el reconocimiento de la abstención activa. Por otro lado, eran conscientes que tal plenaria había integrado dicha fórmula y había introducido dos artículos nuevos.

En relación con el artículo cuarto se votó originalmente una proposición sustitutiva, propuesta por el Senador Roy Leonardo Barreras Montealegre, sobre la cual no hubo decisión, como quiera que no se alcanzaron las mayorías requeridas, obteniendo una votación de 63 votos totales, 23 por el sí y 40 por el no.

Al constatar la falta de acuerdo, la Presidencia del Senado procedió a integrar una Comisión, que debía sesionar inmediatamente y dentro del recinto de la plenaria, para que conciliaran entre ellos el texto del artículo cuarto, quinto, y los adicionados por la Plenaria de la Cámara de Representantes. Los temas que debían tratarse se referían a la reglamentación de las campañas por la abstención, a la facultad de reglamentación de acceso a los medios de comunicación en cabeza de la Autoridad Nacional de Televisión y no del Gobierno Nacional, y a las garantías para la financiación. 

El Acta número 24 de la sesión ordinaria del día martes 23 de octubre de 2013, publicada en la Gaceta No. 24 de 2014 relata lo siguiente:
“En consecuencia, no hay decisión a la modificación al artículo 4º propuesta por el honorable Senador Roy Leonardo Barreras Montealegre, al proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara.

La Presidencia indica a la Secretaría dar lectura al artículo 4º como está en la ponencia, del proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara.
Por Secretaría se da lectura al artículo 4º como está en la ponencia del Proyecto de ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara.
En la ponencia para segundo debate dice, financiación de las campañas, el Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas de financiación de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos del tipo de referendos Constitucionales a lo que se refiere la presente ley, hasta ahí el artículo, artículo 4°.
La Presidencia concede el uso de la palabra al honorable Senador José Iván Clavijo Contreras.

Palabras del honorable Senador José Iván Clavijo Contreras.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la palabra el honorable Senador José Iván Clavijo Contreras:

Presidente, yo creo que es oportuno pensar en una Comisión para que concilie el artículo presentado por el ponente y las propuestas que hay de los otros Senadores. Yo creo que sería interesante que usted nombrara una Comisión para que se encargara de estudiar y presentarle un nuevo artículo al Senado de la República.
(…)
La Presidencia interviene para un punto de orden:

Vamos a hacer lo siguiente, vamos a crear una subcomisión como lo había propuesto el Senador Clavijo, el Senador Juan Mario, no vamos a seguir más en esta discusión, pasamos al siguiente artículo, vamos a crear una subcomisión compuesta por el Senador Juan Carlos Restrepo, el Senador Roy Barreras, el Senador Juan Mario Laserna y el Senador Plinio Olano, que van a traer ahora mismo una proposición para el artículo 4° para ser votada según lo discutido en la Plenaria. Señor Secretario.
Con la venia de la Presidencia y del orador, interpela el honorable Senador Juan Francisco Lozano Ramírez:

Gracias Presidente. Me parece que eso es adecuado y permítame hacerle una sugerencia respetuosa, como viene otro artículo, que es el artículo sobre garantías de acceso Democrático a los medios oficiales que está exactamente en la misma situación, que tenía voto sí, voto no, y abstención activa que se adicionó, seria pedirle a la Comisión que la. (sic)
La Presidencia manifiesta:

Que nos traiga redacción sobre el artículo cuarto y el artículo quinto la subcomisión que se acaba de conformar, ¿le parece señor ponente?

(…)
Recobra el uso de la palabra el honorable Senador Hernán Francisco Andrade Serrano:

Es mi deber, el Senador Juan Lozano señala con razón que el siguiente artículo y los dos nuevos que pretenden darle, es que la discusión que ustedes están dando, no es cualquier discusión, los tres artículos que siguen, el de medios de comunicación, el de participación en las campañas electorales, y el de garantías para la Oposición consagran la postura de la abstención activa.

Así, sé que vamos a integrar la subcomisión para el artículo cuarto, Presidente, tenemos que adicionar sobre el quinto y sobre los dos artículos nuevos que quedaron aprobados en la Cámara de Representantes, así que la subcomisión tendrá el trabajo. Le pido al Senador Londoño, con respeto de la Presidencia, si usted lo puede adicionar que nos ayude en esa redacción.

La Presidencia manifiesta:

Senador Londoño, no, pero a ver, no podemos hacer una subcomisión de diez porque va seguir la votación del proyecto y hay otros artículos nuevos, le pediría a la subcomisión que de inmediato salgan y nos traigan en quince minutos una redacción porque ya es clara la discusión.

Con la venia de la Presidencia y del orador, interpela el honorable Senador Manuel Guillermo Mora Jaramillo:

Gracias señor Presidente. No solamente es un comentario, a mí me gustaría escuchar el ponente antes de esta subcomisión, este debate se dio sobre el artículo cuarto de la financiación de las campañas, pero esos dos artículos nuevos de Cámara y este artículo de garantizar el acceso Democrático a los medios oficiales de comunicación, es bueno que lo comentemos, porque es que se van a ir a la subcomisión, pero no lo hemos ni leído.

Entonces, queremos precisamente que leamos esos 3 artículos, ¿cuál es la discusión?, porque a mí me parece claro el artículo quinto, pero qué bueno que la subcomisión lo va a realizar, pero también que el resto de Parlamentarios tengamos la posibilidad de mirar esos tres artículos que se van a discutir en la subcomisión. Gracias Presidente.

Recobra el uso de la palabra el honorable Senador Hernán Francisco Andrade Serrano:

Breve, y sumar que tiene y le asiste toda la razón, Senador Mora y discúlpenos. El artículo quinto, ya votado en Comisiones conjuntas, señala la manera como la autoridad Nacional de televisión va a reglamentar el acceso a los medios de comunicación, por supuesto, oficiales de televisivos y ¡ah!, en esa le agregamos autoridad Nacional de Televisión y respetamos la abstención activa.

Ese es el quinto, así se votó en la Cámara, y allá en la Cámara se votaron dos artículos nuevos, donde le damos, nuevamente toda, adicionamos toda la competencia de la reglamentación de toda la campaña al Concejo Nacional Electoral, y también ahí, agregamos la palabra abstención, y hay otro artículo nuevo, muy completo que le da garantías a la Oposición para el referendo Constitucional que contiene campañas; no podrán ser financiadas con recursos públicos, es una precisión que va en la línea del Senador Lozano.

El Gobierno no podrá aumentar recursos de publicidad, el certificado en la tesis de Roberto Gerléin, la persona puede votar en la otra elección por la otra, por la elección local o departamental, y no votar por el referendo, así que el certificado de sufragante se le puede dar. La campaña estará regida por los artículos de la Ley 134 y finalmente los topes de financiación, y en todos esos artículos nuevos está incluida la palabra abstención, esos son los artículos que irían a consideración de la subcomisión. El cuarto, el quinto y los dos que adicionó la Cámara, Senador Mora. Se van a revisar el cuarto, el quinto y los dos nuevos que aprobó la Cámara.

La Presidencia interviene para un punto de orden:

Pues todo el proyecto, entonces qué queda, entonces la subcomisión está conformada por el Senador Jorge Londoño, el Senador Luis Fernando Velasco, el Senador Plinio Olano, el Senador Juan Mario Laserna y el Senador Roy Barreras, para que nos traigan la propuesta, y el Senador Clavijo. Siguiente artículo señor ponente, siguiente artículo.
Con la venia de la Presidencia y del orador, interpela el honorable Senador Juan Francisco Lozano Ramírez:

Gracias Presidente, creo que usted ha hecho lo correcto en la integración de esa subcomisión y creo que esos textos nos van a ayudar mucho con el resto del proyecto. Yo soy autor del texto inicial, del cuarto, del quinto, pero la moción de orden va en este sentido, Presidente. No tenemos un quórum muy amplio, se van a votar artículos nuevos, yo le rogaría señor Presidente que lo que usted proceda a hacer es un receso, para que no se voten artículos nuevos con siete Senadores menos.

La Presidencia manifiesta:

No Senador Juan Lozano, los Senadores sesionarán aquí en la subcomisión y estarán listos para votar. Señor ponente, siguiente artículo por favor.

La Presidencia designa a los honorables Senadores: José Iván Clavijo Contreras, Juan Mario Laserna Trujillo, Juan Carlos Restrepo Escobar, Roy Leonardo Barreras Montealegre, Plinio Edilberto Olano Becerra, Jorge Eduardo Londoño Ulloa y Luis Fernando Velasco Chaves, como integrantes de la Subcomisión que estudiará los artículos 4º y 5º del proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara y, rendirá un informe a la plenaria.

La Presidencia concede el uso de la palabra al honorable Senador ponente, Hernán Francisco Andrade Serrano.

(…)

Con la venia de la Presidencia hace uso de la palabra el honorable Senador Roy Leonardo Barreras Montealegre:

Gracias Presidente. Para informarle a la Plenaria que la subcomisión ha concluido ya con un acuerdo, además con la aquí presencia del señor Ministro de Justicia, la proposición que les ponemos a consideración y que seguramente permitirá votar, por consenso.

Dice lo siguiente: para el efecto de este tipo de referendo se aplicarán las normas sobre financiación y publicidad de campañas y acceso a los medios de comunicación del Estado que rigen para las elecciones ordinarias, en concordancia con el artículo 107 de la Constitución Política. Firman todos los miembros de la subcomisión y tiene el visto bueno del Ministro, la radico señor Presidente.

(…)

La Presidencia manifiesta:

Hago la advertencia a la Plenaria, la proposición leída por el Senador Roy Barreras y consensuada con la subcomisión, subsumiría los artículos cuarto y dos nuevos que aprobó la Cámara, el quinto y los dos nuevos que aprobó la Cámara de Representantes”.
El Ministerio Público desea resaltar que según la Presidencia “la proposición leída por el Senador Roy Barreras y consensuada con la subcomisión, subsumiría los artículos cuarto y dos nuevos que aprobó la Cámara”. Según la Real Academia de la Lengua Española, subsumir significa “1. tr. Incluir algo como componente en una síntesis o clasificación más abarcadora. 2. tr. Considerar algo como parte de un conjunto más amplio o como caso particular sometido a un principio o norma general”
. 
Es decir, el anuncio de la Presidencia implicó que la proposición del artículo cuarto incluía en su texto, en una forma más general y tácita los contenidos de los artículos aprobados por la Cámara de Representantes. En otras palabras, la aprobación de la referida proposición implicaba que los 4, 5 y los dos artículos nuevos incluidos por la Cámara de Representantes no serían considerados ni aprobados en forma autónoma.

 El referido artículo cuarto propuesto, resultó aprobado así:

“La Presidencia manifiesta:

Está abierto el registro de la proposición leída, la votación de la proposición leída por el Senador Roy Barreras, artículos cuarto, quinto y los dos artículos nuevos, referidos al tema, aprobados en la Cámara de Representantes.

Abra el registro señor Secretario, el Gobierno y la subcomisión piden votarlo afirmativamente, el ponente lo va a votar en contra, pide que lo dejen votar solo, ojalá podamos cumplir su deseo.

La Presidencia somete a consideración de la plenaria los artículos 4º, 5º con las modificaciones propuestas, y los 2 artículos nuevos presentados por la Subcomisión designada por la presidencia, al proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara, y cerrada su discusión pregunta: ¿adopta la plenaria el articulado propuesto? Abre la votación, e indica a la Secretaría abrir el registro electrónico para proceder en forma nominal.

La Presidencia cierra la votación, e indica a la Secretaría cerrar el registro electrónico e informar el resultado de la votación.

Por Secretaría se informa el siguiente resultado:

Por el Sí: 55

Por el No: 12

Total:
67 Votos”
Nótese que existe una dificultad en determinar cuál fue el contenido finalmente aprobado. Mientras la Presidencia señaló que la proposición del artículo cuarto subsumía el quinto y los dos nuevos que había aprobado la plenaria de la Cámara, en la fórmula para abrir la votación se dijo “Está abierto el registro de la proposición leída, la votación de la proposición leída por el Senador Roy Barreras, artículos cuarto, quinto y los dos artículos nuevos, referidos al tema, aprobados en la Cámara de Representantes”. 

Tal discrepancia implicó que la Secretaría del Senado publicara como texto definitivamente aprobado (Gaceta 879 del 31 de octubre de 2013), un articulado que no consideraba las modificaciones introducidas por la Cámara de Representantes, es decir, que la Secretaría del Senado entendió que sólo se había aprobado el artículo cuarto. 

En suma, dicho proceder resultó en que existiera una discrepancia entre los textos aprobados por las dos Plenarias, y que fuera necesario acudir a la conciliación de los textos.
Debe resaltarse que mientras la comisión accidental estudiaba el tema, la Plenaria debatió una serie de artículos nuevos, presentados por el H.S. Juan Lozano, y que tenían por fin evitar que se pudieran celebrar varios referendos el mismo día, que la refrendación del acuerdo debería estar sujeta a ciertas condiciones como la terminación del conflicto, la reparación de las víctimas y dejación de las armas; y que sólo podía votarse un eventual referendo si se conocían los acuerdos con un mes de anticipación a la fecha de la votación. Tales propuestas fueron denegadas a través de las mayorías constitucionalmente requeridas.

Acto seguido la Plenaria procedió a votar el artículo sexto, relativo a la vigencia, como venía en la Ponencia, resultando aprobado con una votación de 62 sufragios, 57 por el sí y 05 por el no. 

Finalmente se sometió a votación el título del proyecto y la intención que el Proyecto de Ley Estatutaria sea Ley de la República, obteniendo una resulta de 62 votos, 57 por el sí y 05 por el no.
“En consecuencia, ha sido aprobado el articulado en bloque, el título y que sea Ley de la República el proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 73 de 2013 Cámara”.

Conforme lo anterior, el texto aprobado por la Plenaria del Senado, y publicado en la Gaceta 879 del 31 de octubre de 2013, fue el siguiente:

“TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 63 DE 2013 SENADO, 073 DE 2013 CÁMARA
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 23 DE OCTUBRE DE 2013 AL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 63 DE 2013 SENADO, 073 DE 2013 CÁMARA por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de Referendos Constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado estarán sujetos, en especial, a las reglas contempladas en la presente ley.

Artículo 2°. Fecha para la realización de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley podrán coincidir con actos electorales. Cuando tales referendos coincidan con actos electorales, los jurados de votación deberán ofrecer a los electores la tarjeta correspondiente a los referendos junto con las demás tarjetas. Los electores estarán en plena libertad de manifestarles a los jurados de votación que no desean recibir la tarjeta correspondiente al referendo.

Artículo 3°. Publicidad del Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. El Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado deberá ser publicado y difundido para conocimiento de los ciudadanos con anterioridad a la votación del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.

Artículo 4°. Financiación de las campañas. Para el efecto de este tipo de referendos se aplicarán las normas sobre financiación y publicidad de campaña y acceso en los medios de comunicación del Estado que rigen para las elecciones ordinarias en concordancia con el artículo 107 de la Constitución Política.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en sesión Plenaria del Senado de la República el día 23 de octubre de 2013, al Proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de Referendos Constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado, y de esta manera continúe su trámite legal y reglamentario en la Honorable Cámara de Representantes.

Hernán Andrade Serrano,

Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de Senado de la República el día 23 de octubre de 2013 según texto propuesto para segundo debate con modificaciones.

El Secretario General.

Gregorio Eljach Pacheco.

3.5. De la conciliación

Con el fin de dirimir las discrepancias existentes entre los textos aprobados por las respectivas Plenarias del Senado de la República y la Cámara de Representantes se conformó una comisión conciliadora, integrada por el Senador Hernán Francisco Andrade y el Representante a la Cámara Alfonso Prada Gil, en atención a lo establecido por el artículo 161 Superior, la cual decidió acoger el texto aprobado en la Plenaria de la Cámara de Representantes el día 16 de octubre de 2013. El informe de conciliación, así como el texto propuesto para conciliación fueron publicados en la Gaceta del Congreso 866 de 2013.
Como la Conciliación del Proyecto tuvo por fin acoger uno de los textos aprobados en las plenarias, y dicho texto no tenía problemas de identidad flexible ni de consecutividad, esta Vista Fiscal estima que no hubo extralimitaciones en el trámite de conciliación.

En relación con el trámite, puede resaltarse que el anuncio previo a la aprobación del informe de conciliación en la plenaria del Senado se efectuó en la sesión del día 29 de octubre 2013, según consta en el Acta 25 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso  25 de 2014:

“Anuncio de proyectos

Por instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión…

¿ Proyecto de Ley Estatutaria número 063 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de refrendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado.

(…)

Están hechos los anuncios correspondientes a la siguiente plenaria del día de hoy, señor Presidente”.
En concordancia con lo anterior, en la sesión plenaria del Senado del 30 de octubre de 2013 se aprobó el informe de conciliación, según consta en el Acta 26 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 26 de 2014:
La Presidencia abre la votación del Informe de Conciliación al Proyecto de ley Estatutaria número 063 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, e indica a la Secretaría abrir el registro electrónico para proceder en forma nominal.

La Presidencia cierra la votación e indica a la Secretaría cerrar el registro electrónico e informa el resultado de la votación.

Por Secretaría se informa el siguiente resultado:

	Por el Sí:
	52

	Por el No:
	09

	Total:
	61 Votos


De otro lado, el anuncio de la votación del informe de conciliación, en la Cámara de Representantes, se efectuó en la sesión del 30 de octubre de 2013, según consta en el Acta de Plenaria No. 245 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 1025 de 2013, así como en la certificación expedida por el Secretario General de la Cámara de Representantes el 13 de diciembre de 2013, dirigida a la Secretaría General de la Corte. 

En el Acta de Plenaria 245 del 30 de octubre de 2013 puede leerse:

“Dirección de la Presidencia, doctor Hernán Penagos Giraldo:

Anuncie proyectos señor Secretario para el próximo martes…

Subsecretaria General, doctora Flor Marina Daza Ramírez:

Se anuncian proyectos para la Sesión Plenaria del próximo martes 5 de noviembre del año 2013 o para la siguiente Sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de ley o actos legislativos.

(…)

INFORME DE CONCILIACIÓN

Proyecto de ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, 063 de 2013 Senado, por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado”.
Según certificación expedida el 13 de diciembre de 2013 por el Secretario General de la Cámara de Representantes, “[E]n la sesión plenaria del día 5 de noviembre de 2013, a la cual se hicieron presentes ciento cincuenta y cinco (155) Honorables Representantes, según consta en el Acta de Plenaria No. 246, fue considerado y aprobado a través de votación nominal por las mayorías que exige la Constitución y la Ley, el Informe de Conciliación del Proyecto de Ley Estatutaria de interés, publicado en la Gaceta del Congreso No. 866 de 2013 cumpliendo con lo dispuesto en los artículos 133, 145, 146 y 161 de la Constitución Política y desarrollándose la votación de la siguiente manera: Conciliación PLE 073/13: Por el SI: 92 votos; Por el NO: 2 votos”.
Con la referida votación quedó aprobada en la Cámara de Representantes la conciliación de la Ley Estatutaria sobre referendos constitucionales, Ley Estatutaria número 073 de 2013 Cámara, 063 de 2013 Senado, por las mayorías exigidas por la Constitución y la ley.
3.6. Algunas precisiones finales

Siguiendo la jurisprudencia constitucional contenida en las sentencia C-025 de 1993, C-473 de 2005 y C-446 de 2009, como el mensaje de urgencia excusa el término de 15 días previsto en el artículo 160 de la Constitución, relativo al tiempo de espera entre los debates de una y otra cámara, en el presente asunto no hay vicio de constitucionalidad en atención al tiempo transcurrido entre la aprobación de las dos plenarias.
Finalmente al haberse radicado el proyecto de ley el 22 de agosto de 2013 y haber culminado su trámite el 5 de noviembre de 2013, es evidente que su trámite se surtió dentro de la legislatura que inició el 20 de julio de 2013 y concluirá el 20 de junio de 2014, con lo cual se cumple el requisito de tramitarse en una sola legislatura, establecido por el artículo 153 Superior.

3.7. Conclusiones

En relación con el trámite el Ministerio Público ha encontrado un vicio de constitucionalidad y dos posibles irregularidades que deberán ser evaluados por la Corte para determinar su alcance, de cara a la validez constitucional del Proyecto de Ley.
Conforme se ha explicado, el artículo 2 del Proyecto de Ley, relativo a la fecha para la realización de los referendos constitucionales, posee un vicio de trámite en razón a que no fue aprobado con la mayoría requerida en la Comisión Primera del Senado, lo cual implica un vicio insubsanable de constitucionalidad.

De otro lado, esta Vista Fiscal estima que la Corte Constitucional debe verificar si existió simultaneidad entre el debate de Plenaria del Senado y una Comisión Constitucional, y en caso de encontrar afirmativa tal respuesta, proceder a  declarar la invalidez de la Sesión Plenaria y, en consecuencia, la inconstitucionalidad del proyecto de Ley, de conformidad con la postura adoptada en la Sentencia  C-740 de 2013, M.P. Nilson Pinilla Pinilla (de la cual se conoce sólo el Comunicado de Prensa).
Finalmente la Corte deberá establecer si la falta de aprobación por las mayorías requeridas de la proposición afirmativa de dar primer debate al Proyecto de Ley en la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, constituye o no otro vicio de constitucionalidad.
4. Análisis material del proyecto

4.1. Sobre la naturaleza del Proyecto de Ley

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 152 de la Constitución Política, el Congreso de la República debe regular mediante Ley Estatutaria lo relativo a “[l]as instituciones y mecanismos de participación ciudadana”. Explicando lo anterior, se ha señalado en la jurisprudencia constitucional que “la introducción de las leyes estatutarias en el derecho colombiano se fundamenta principalmente en tres argumentos: i) la naturaleza superior de este tipo de normas requiere superior grado de permanencia en el ordenamiento y seguridad jurídica para su aplicación; ii) por la importancia que para el Estado tienen los temas regulados mediante leyes estatutarias, es necesario garantizar mayor consenso ideológico con la intervención de minorías, de tal manera que las reformas legales más importantes sean ajenas a las mayorías ocasionales y, iii) es necesario que los temas claves para la democracia tengan mayor debate y consciencia de su aprobación, por lo que deben corresponder a una mayor participación política” (Sentencia C-902 de 2011, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 

Por su parte, el Proyecto de Ley Estatutaria 063 Senado - 073 2011 Cámara  tiene por objeto establecer reglas especiales para la realización de referendos constitucionales “que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado”, según se dispone tanto en su título, como en su artículo 1°. 

Así, aunque este objeto efectivamente se relaciona con la institución referendo, en tanto mecanismo de participación ciudadana, esta Vista Fiscal advierte, prima facie, que del mismo inequívocamente se desprende que el propósito del Proyecto de Ley Estatutaria no es regular la institución del referendo en cuanto tal, lo que ya se hace la Ley 134 de 1994, “Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación ciudadana” (títulos primero, segundo, cuarto, y décimo)  y también se pretende con el Proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 Cámara - 227 de 2012 Senado “Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”
 (títulos segundo, tercero y noveno).
Por el contrario, el proyecto sub examine se limita a establecer unas reglas “especiales” para un tipo de referendo o para unos referendos constitucionales que versen sobre un asunto específico, como es “la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado”, sin hacer siquiera alguna mención a la Ley 134 de 1994. 

En razón de lo anterior, tal y como en su momento advirtió respecto del Proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 Cámara - 227 de 2012 Senado en el concepto 5499 de 2013, esta Jefatura considera que “no sólo resulta ser un problema de técnica legislativa grave el que el Legislador promueva dos [y eventualmente tres
] leyes estatutarias diferentes sobre exactamente el mismo objeto sino que en esta segunda ni siquiera hacer ninguna remisión o mención a la primera, sino que además podría llevar a equivocadas interpretaciones sobre la vigencia de la primera u obligar a una difícil armonización de una y otra”. 

Este vicio, sin embargo, se agrava más aún en el caso del Proyecto de Ley sub examine, en tanto que la fijación de reglas especiales, para un referendo en concreto, no sólo no responde a la naturaleza general e integral de las leyes estatutarias, sino que además deroga o suspende la normatividad previamente establecida y revisada por la Corte Constitucional para los demás referendos (Sentencia C-180 de 1994, M.P. Hernando Herrera Vergara). 

En este sentido, el Jefe del Ministerio Público llama la atención, también de manera preliminar, sobre el hecho de que el Proyecto de Ley Estatutaria sub examine, como se señala explícitamente en su artículo 1°, no establece unas reglas generales e hipotéticas que aplicarían para todos los referendos, o ni siquiera unas reglas específicas para los dos tipos de referendos que, en desarrollo de las normas constitucionales, han sido creados por el Legislador, los referendos aprobatorios o derogatorios (artículos 4° y 5° de la Ley 134 de 1994). Como tampoco fija unas reglas particulares para cada uno de los actos  que pueden ser objeto de cualquiera de estos dos tipos de referendo (actos legislativos, leyes, ordenanzas, acuerdos, resoluciones locales). 

Por el contrario, el Proyecto sub examine fija unas reglas específicas y especiales que aplicarían exclusivamente para el referendo o los referendos constitucionales que versen sobre un asunto particular allí mencionado, en materia de la fecha de su realización (artículo 2°), los actos de publicidad y difusión previos a su realización (artículo 3°), la financiación de campañas (artículo 4°), el acceso a los medios de comunicación a sus promotores y contradictores (artículo 5°), las garantías para quienes se oponen al mismo (artículo 6°) y las reglas para la participación en las campañas que le sean favorables o contrarias (artículo 7°). Lo que, en concepto del Procurador General de la Nación, al mismo tiempo que implica el establecimiento de un marco de excepción respecto de la Ley 134 de 1994, equivale también a una violación al principio de universidad de las leyes y a la prohibición de promulgación de leyes ad hoc
, como se demostrará más adelante, al analizar literal y sistemáticamente cada uno de los artículos del proyecto de ley en comento. 
En este sentido, esta Jefatura considera que el marco de excepción que instaura el presente Proyecto de Ley Estatutaria impide la aplicación de la inmensa mayoría de la reglas de la Ley 134 de 1994, hace que todo el Proyecto de Ley en su conjunto sea inconstitucional porque elude la aplicación del elenco de garantías contenidas en la Ley Estatutaria mencionada que tienen como fin último lograr la libertad del elector en cumplimiento del artículo 378 de la Constitución. Una elusión que, como es obvio, desconoce principios constitucionales como la facultad que tienen los ciudadanos de participar libremente y en condiciones de igualdad en los referendos (arts. 13, 40.2 y 378). 

En otras palabras, la imposibilidad de recurrir a tales garantías estatutarias, no solo es inconstitucional desde el punto de vista del principio de igualdad (no existe razón objetiva que permita darle un trato distinto a esta clase de referendos) sino que, además, desconoce de manera palmaria la libertad reforzada del elector que caracteriza este tipo de procesos. 

A pesar de lo anterior, y para saturar la argumentación presentada hasta el momento, esta Vista Fiscal estima que resulta pertinente referirse a cada una de las disposiciones que conforman el Proyecto de Ley de manera particular.  

4.2. Sobre la inexequibilidad del artículo 1°

 Artículo 1°. Referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado estarán sujetos, en especial, a las reglas contempladas en la presente ley.
El artículo citado a primera vista parece una simple redundancia, en tanto que en esencia reproduce el título del Proyecto de Ley 063 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, o se limita a señalar su objeto. En este sentido, prima facie parecería tratarse de un artículo sin contenido normativo alguno y que, por el contrario, correspondería más a un título o subtítulo de la Ley. 

Sin embargo, esta Vista Fiscal considera que no es así y que, en atención al principio de interpretación del efecto útil es posible discernir e identificar cuál es el mandato contenido en esta norma: establecer que los referendos constitucionales que se convoquen “con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado” y, más exactamente, aquellos que se entiendan “necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado” (subrayas fuera del texto), no estarán sujetos a las mismas reglas que todos los demás referendos, esto es, a las establecidas en la Ley 134 de 1994 y, eventualmente a la Ley con que entre en vigencia el Proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 Cámara - 227 de 2012 Senado “Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”. Por el contrario, estarán sujetos “en especial” a las reglas establecidas en los artículos sub siguientes del mismo Proyecto. 

Lo anterior, al mismo tiempo que no es un proyecto de Ley Estatutaria que pretenda establecer una regla general, en favor del derecho de los ciudadanos a participar en las decisiones que los afectan y a ejercer la soberanía popular, sino un proyecto que se presenta, como su nombre lo indica, por razón de “una ocasión”, es decir, de una situación coyuntural específica, cual es la suscripción de un “Acuerdo para la Terminación del conflicto armado”.
De esta manera, lo que el artículo en comento pretende ordenar y precisar es que los referendos relativos a una única materia concreta y específica se regirán por un marco normativo especial o, lo que es lo mismo, estarán exentos del marco normativo general que ya se ha establecido para este mecanismo de participación ciudadana. Tan es así, que basta leer el resto del articulado del presente proyecto para advertir que allí se fijan reglas especiales, distintas o excepcionales para este referendo o referendos, en relación con los demás, y sólo una vez se hace una referencia expresa a la Ley 134 de 1994 (en el numeral 4° del artículo 6°), lo que inequívocamente demuestra que sólo en ese asunto podría aplicarse esa Ley Estatutaria como una reglamentación supletiva.   
Sin embargo, para el Jefe del Ministerio Público, la instauración de un marco de excepción estatutaria para un referendo o referendos en específico implica una violación al principio de universalidad o generalidad de las leyes
 —que, por obvias razones, debe ser todavía más exigente para el caso de las Leyes Estatutarias—, en tanto se trata de una Ley Estatutaria ad hoc cuyo objeto única y exclusivamente podría darse en una oportunidad, es decir, con los acuerdos que eventualmente celebre el presente Gobierno con las FARC en la Habana, Cuba, o con el ELN.   

Por la misma razón, el proyecto en cuestión implica también una violación al principio de igualdad, en tanto que permite un tratamiento especial para el referendo que promueva el actual Gobierno con el objeto de facilitar el apoyo social a lo que éste mismo ha llamado reiteradamente su principal política, cual es el proceso de paz mencionado, y en sus particulares circunstancias. Tratamiento especial que, precisamente, no aplicaría o podría aplicarse a ningún otro referendo que este u otro Gobierno promueva para buscar la aprobación de otra de sus políticas, por más importante que ésta sea para el país y la sociedad colombiana en su conjunto, como podría ser  un referendo sobre la pobreza o sobre la justicia, entre otros. Lo que también implica un trato y un marco normativo para los promotores, opositores, y electores de este referendo o referendos en comparación con cualquier otro.    

En razón de lo anterior, vale la pena recordar que la Corte Constitucional, al declarar inexequible la Ley que convocaba a un referendo que pretendía autorizar la segunda reelección del Presidente de la República (Ley 1354 de 2009), concluyó que 

“Si bien la exigencia de la universalidad o generalidad de las leyes es una de las manifestaciones del principio de igualdad en la producción normativa, en la medida que corresponde al Legislador tratar de manera igual a un conjunto de sujetos destinatarios de una regulación específica y esta finalidad se cumple mediante la expedición de disposiciones de carácter general, impersonal y abstracto, las leyes de contenido singular o leyes de caso único siempre han suscitado recelos sobre su constitucionalidad, precisamente por apartarse de la exigencia de generalidad de la ley y por ser sospechosas de vulnerar el principio de igualdad” (Sentencia C-141 de 2010, M.P. Humberto Sierra Porto, negrillas fuera del texto).

Y, allí mismo, recordó que “el precedente más claro lo sienta la sentencia C-551 de 2003, en la cual se declararon inexequibles algunas de las preguntas contenidas en la Ley 756 de 2003 por tener un contenido plebiscitario, pero también por vulnerar el mandato de generalidad y de uniformidad que debe tener una reforma constitucional
. Sobre la generalidad de las reformas a la Constitución sostuvo puntualmente esta Corporación:

La aspiración de un régimen de este tipo [un Estado de Derecho] es instaurar un gobierno de leyes, y no de personas, a fin de proscribir la arbitrariedad. Esto supone que la sociedad y los gobernantes se someten a reglas adoptadas por procedimientos democráticos. Ahora bien, es de la esencia de una regla o de una norma tener una pretensión mínima de universalidad, esto es, debe tratarse de que una regulación expedida para regular un conjunto de situaciones que son iguales en sus aspectos relevantes. Esto obviamente no excluye la existencia de normas y reglas de muy poca generalidad, y que regulan entonces situaciones concretas y precisas. Sin embargo, para tener la naturaleza de regla, ella debe pretender regular de la misma manera todas esas situaciones concretas y precisas, esto es, debe ser universal pues se aplica a todos los casos iguales. Una regla no puede ser entonces puramente ad-hoc, esto es, no puede ser una regulación adoptada exclusivamente para ser aplicada a unos sujetos determinados y concretos. En tal caso, es una decisión puramente singular’” (negrillas fuera del texto original). 

En este sentido, se destaca que tanto el título como el objeto (artículo 1°) del Proyecto de Ley sub examine se corresponden casi textualmente con el del acuerdo celebrado entre el Gobierno Nacional actual y las FARC-EP a fin de establecer la agenda del proceso de paz en curso
, lo que no sólo es prueba de la particularidad y especificidad de la ocasión para el que pretende hacerse un referendo con reglas especiales, sino que además sugiere que los principales destinatarios de los beneficios de esta regulación especial, esto es, las partes del (los) Acuerdo(s) cuya implementación se pretende por medio de este referendo especial, también serían un Gobierno y unas personas específicas e identificables
.

Es más, tan ad hoc es el proyecto de Ley Estatutaria sub examine, que en días pasados el mismo Presidente de la República —luego de que se le preguntara si era cierto que el propósito de este proyecto era que los ciudadanos fueran convocados a votar no el contenido de los acuerdos pactados en la Habana, sino solo algunos mecanismos para implementarlos, como podría ser otorgarles facultades extraordinarias al Presidente de la República
—, sostuvo que ya no sería así y que este proyecto había quedado “en el aire”, por razón de que las FARC-EP no lo habían aceptado
.   
En razón de lo anterior, vale la pena señalar que en la ya citada sentencia C-141 de 2010, la Corte Constitucional, citando precedentes anteriores, también sostuvo que:

“‘La ley, que por regla general se aplica a situaciones futuras contempladas en abstracto por el legislador, no se expide con la finalidad de someter bajo sus preceptos a personas concretas, predeterminadas e individualizadas. Sus reglas son en principio impersonales y los supuestos fácticos a los que por vía abstracta ella se refiere para señaladas consecuencias jurídicas se definen objetivamente, de tal modo que su enunciación, salvo por motivos excepcionales y justificados de interés general, no puede estar dirigida a regular exclusivamente el comportamiento de un solo individuo o grupo, ni para preferirlo, mejorando su condición respecto de los demás o concediéndole ventajas que a otros en sus mismas circunstancias no se conceden, ni para perjudicarlo, haciendo más difícil o gravosa su situación, comparada con la de la mayoría. En otras palabras, no son admisibles por regla general las leyes con nombre propio, cuyos efectos recaigan únicamente en alguno o algunos miembros de la comunidad, individualizándolos’
”.

Argumentos, todos los anteriores, que en esta ocasión también deberían llevar a que la Corte declare la inexequibilidad del artículo primero del Proyecto de Ley Estatutaria número 63 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara y, en tanto que este artículo define su objeto, la inexequibilidad de todo el proyecto de ley sub examine, pues se trata de un marco de excepción estatutario que únicamente resultaría aplicable para el referendo o los referendos que traten sobre un asunto específico, como es el acuerdo en particular que se celebre entre el Gobierno y uno o, por mucho, dos grupos guerrilleros en particular
. 
4.3. Sobre la inexequibilidad del artículo 2°

 Artículo 2°. Fecha para la realización de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. Los referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley podrán coincidir con actos electorales. Cuando tales referendos coincidan con actos electorales, los jurados de votación deberán ofrecer a los electores la tarjeta correspondiente a los referendos junto con las demás tarjetas. Los electores estarán en plena libertad de manifestarles a los jurados de votación que no desean recibir la tarjeta correspondiente al referendo.
Aunque no se indique expresamente, la norma citada implica una reforma o, más exactamente, el establecimiento de una excepción a la regla general contenida en segundo del artículo 39 de la Ley 134 de 1994
, de acuerdo con la cual: “[c]uando se trate de un referendo de carácter nacional, departamental, municipal o local, la votación no podrá coincidir con ningún otro acto electoral. No podrá acumularse la votación de más de tres referendos para la misma fecha”
. 
Según se señaló a lo largo de las diferentes etapas del debate legislativo como en algunas de las intervenciones favorables al proyecto radicadas en desarrollo del presente proceso de constitucionalidad, la justificación de esta excepción o tratamiento especial que, como ya se advertía, únicamente aplicaría para “[l]os referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado” (artículo 1°), era aumentar la participación en la votación de este referendo (o referendos) en específico y, el mismo sentido, hacer frente a la abstención pasiva. 

Al respecto, esta Vista Fiscal estima que, aun cuando efectivamente no exista una norma constitucional explícita que prohíba la coincidencia de los referendos con cualquier otro acto electoral, sino que ésta sólo sea una prohibición legal (establecida en la Ley Estatutaria de la que, precisamente, el presente proyecto pretende exceptuar un referendo en específico), en todo caso sí existe un principio constitucional de progresividad en la libertad del elector, así como una norma constitucional que prohíbe específicamente la coincidencia de la elección del Presidente de la República con cualquier otro acto electoral. Principio y mandato constitucional que, por lo tanto, se ven directamente vulnerados por el artículo 2° del Proyecto de Ley sub examine. 

Con relación al primero, sea suficiente con recordar que el artículo 258 Superior (modificado por el artículo 11 del Acto Legislativo 1 de 2003) establece expresamente que “[l]a ley podrá implantar mecanismos de votación que otorguen más y mejores garantías para el libre ejercicio de este derecho de los ciudadanos”, mientras que el artículo 378 constitucional ordena expresamente que “[e]l referendo será presentado de manera que los electores puedan escoger libremente en el temario o articulado qué votan positivamente y qué votan negativamente”, lo que indica que al mismo tiempo que en la Constitución existe un mandato de protección general y progresiva de la libertad del elector, existe también una protección reforzada de esta libertad cuando se trata de la participación de los ciudadanos en los referendos constitucionales
.

En efecto, la pretensión del Constituyente Primario fue que, sin perjuicio de que existieran distintos mecanismos o medios para reformar la constitución, en todo caso se garantizaran la soberanía popular (artículo 3 Superior) y una auténtica democracia (artículo 2°)
, lo que le llevó a establecer principios y mandatos específicos que evitaran que un referendo constitucional se confundiera con un plebiscito
 o una consulta popular
 y, en el mismo sentido, que los gobernantes de turno acudieran a la voluntad popular de una manera engañosa
 o manipulativa
. Por eso otorgó una protección reforzada a su libertad, decisión que, además, guarda completa coherencia con lo dispuesto en algunos instrumentos internacionales de derechos humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad
. 

En atención a lo anterior, esta Vista Fiscal considera que la excepción al artículo 39 de la Ley 134 de 1994 establecida en el artículo 2° del Proyecto de Ley Estatutaria sub examine, en tanto excepción a una norma que había sido adoptada para proteger la libertad del elector
, equivale a una restricción de ésta libertad que, precisamente, contraría el deber que tiene el Legislador de hacer cada vez mayor esa libertad, así como una violación a esa libertad reforzada que tienen los ciudadanos a la hora de ser convocados a participar de referendos constitucionales.

Ahora bien, debe destacarse que el propósito del Legislador con la norma bajo examen no fue aumentar la participación de los ciudadanos en los referendos constitucionales en general, para lo que habría podido intentar modificar lo dispuesto en el artículo 378 Superior, por medio de un Acto Legislativo, o si acaso modificar in genere el artículo 39 de la Ley 134 de 1994, sino aumentar la participación de los ciudadanos y, así, facilitar el cumplimiento de los requisitos de aprobación y participación establecidos en la Constitución
, única y exclusivamente para “los referendos constitucionales que sean necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado”. 
En pocas palabras, el Proyecto de Ley Estatutaria pretende permitir la coincidencia de la realización de un referendo constitucional con un acto electoral con el propósito de facilitar la participación de los ciudadanos en un o unos referendos en específico
, al que incluso se le(s) titula con una denominación que tiene directamente una influencia sugestiva
, sino determinante sobre los electores, cual es señalarle que éstos son “necesarios” para poder implementar los acuerdos que ponen fin al conflicto armado interno
. 

En conclusión, el Jefe del Ministerio Público considera que la excepción establecida en el artículo 2° en comento es contraria a la libertad del elector y debe ser declarada inexequible, en tanto que se trata de una medida ad hoc que permite la confusión de dos actos de elección sustancialmente distintos
, comprometiendo el discernimiento pausado y razonado del electorado, al mismo tiempo que le resta eficacia a la abstención como una forma legítima en que éste puede participar (negativamente) de un referendo
, buscando de cierta manera evadir el porcentaje de participación que la Constitución le exige a los referendos constitucionales o, por lo menos, vaciándola de sentido.

En segundo lugar, esta Vista Fiscal advierte que el artículo 262 Superior establece expresamente que “[l]a elección del Presidente y Vicepresidente no podrá coincidir con otra elección. La de Congreso se hará en fecha separada de la elección de autoridades departamentales y municipales”, de donde indiscutiblemente se desprende que el Constituyente quiso separar los actos electorales unos de otros, en general
, y especialmente el de la elección del Presidente y Vicepresidente de la República. Mientras que el artículo 2° del Proyecto de Ley Estatutaria sub examine pretende autorizar que los referendos constitucionales que allí se tratan de forma exclusiva y privilegiada sí puedan “coincidir con actos electorales”, lo que obviamente incluye, como un efecto directo (y no eventual) de la norma, las elecciones presidenciales. 

En concepto de esta Jefatura, la anterior contradicción entre el artículo mencionado del Proyecto de Ley Estatutaria y la citada norma constitucional  configura otra razón para concluir que la norma en comento debe ser declarada inexequible. 

En este mismo sentido, considera absolutamente falaz e inadmisible el argumento ventilado a lo largo del proceso legislativo y en algunas de las intervenciones que se han hecho en el presente proceso, según la cual el referendo no es un acto electoral, para lo que se cita la Sentencia C-551 de 2003 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett). Por el contrario, para esta Jefatura es absolutamente claro que cuando la Corte Constitucional dijo en aquella ocasión que el referendo “no es un acto electoral sino que representa la convocatoria al pueblo para que decida si aprueba o no un proyecto de norma jurídica”, lo hacía con el propósito de destacar la diferencia entre el referendo como un mecanismo en que los ciudadanos son convocados a aprobar o no la creación o modificación de normas constitucionales, de una jornada electoral en donde los ciudadanos son convocados a votar por personas para un (o unos) determinado(s) cargo(s) públicos, más no para desconocer que uno y otro son actos en donde los ciudadanos tiene la oportunidad de elegir por medio del voto. 

Tan es así, que en aquella oportunidad la Corte hizo esa distinción precisamente para rechazar una difenciación netamente formal entre la naturaleza de una norma constitucional que permitía ampliar el periodo de los funcionarios elegidos popularmente y una jornada de elección popular, y consecuentemente declarar inconstitucional esta confusión
. 

Además, no sólo es indudable que un referendo es una elección, sino que en todo caso el artículo 262 Superior prohíbe expresamente la coincidencia entre la elección presidencial y cualquier otra “elección” (no habla de un acto electoral), mientras que el artículo 378, al hablar de referendos constitucionales, utiliza literalmente las expresiones “electores”, “voto” y “sufragantes”, por lo que la contradicción y consecuente inconstitucionalidad de la norma demandada es simplemente indiscutible. 

Con relación a lo dispuesto en el segundo y tercer inciso del artículo 2° del Proyecto de Ley Estatutaria, de acuerdo con los cuales “[c]uando tales referendos coincidan con actos electorales, los jurados de votación deberán ofrecer a los electores la tarjeta correspondiente a los referendos junto con las demás tarjetas. Los electores estarán en plena libertad de manifestarles a los jurados de votación que no desean recibir la tarjeta correspondiente al referendo”, esta Jefatura ante todo advierte que se trata de dos reglas subsidiarias a la regla de excepción establecida en el inciso 1°, y ya analizada, que por tanto deben seguir su misma suerte. 

Sin  embargo, de manera más específica encuentra que el primer inciso es otra regla especial y de excepción con la que se restringe aún más la libertad del elector —haciendo que su mera asistencia a la mesa electoral, así sea para participar de las elecciones populares de las que se trate, se entienda como que tiene intención de participar en el referendo constitucional para implementar los acuerdos de paz—. Una mera suposición legal que no tiene otro propósito que garantizar el efecto participativo que precisamente se pretende con la autorización de que este referendo (o referendos) coincida con otro acto electoral, cual es lograr la participación de por lo menos “la cuarta parte del total de ciudadanos que integren el censo electoral” (artículo 378 constitucional), porcentaje de participación que resulta indispensable para la validez del referendo, sin perjuicio de cuántas personas den su voto afirmativo.

Sin embargo, este tipo de elusión o estrategia para alcanzar el citado requisito constitucional tampoco es, en concepto de esta Vista Fiscal, respetuoso de ese principio pro libertad del elector (artículo 258 Superior), ni de la libertad reforzada con la que el Constituyente quiso blindar los referendos constitucionales (artículo 378 Superior), en tanto que también supone una excepción con respecto a la libertad que por regla general tiene el elector tanto para discernir y ponderar su voto con relación a un referendo constitucional (y, por tanto, no verse convocado a participar simultáneamente de dos actos de elección sustancialmente distintos), como para solicitar al jurado (que debe ser imparcial
) el tarjetón que contiene las preguntas del referendo y votar cada una de ellas positiva o negativamente de manera separada e independiente (artículo 378 Superior). 

Tan es así, que incluso en una oportunidad anterior la Corte Constitucional declaró inexequible que en un referendo constitucional se incluyera la posibilidad de que los electores votaran en blanco a cada una de las preguntas del referendo propuesto pues, en sus propias palabras,
“[E]l hecho de que un ciudadano concurra a las urnas en un referendo constitucional que consta de varias preguntas no puede ser interpretado como si esa persona hubiera participado automáticamente en todas las preguntas, pues esa tesis desconoce su libertad como sufragante, ya que le impide decidir diferenciadamente cuáles artículos vota en forma negativa o en forma positiva, y frente a cuáles  renuncia a votar, como estrategia de abstención destinada a evitar que esa pregunta específica alcance el umbral mínimo de participación.

La interpretación según la cual la concurrencia del ciudadano a votar en un referendo implica automáticamente su participación en todas las preguntas que lo integran no es entonces admisible, pues involucra un trato discriminatorio frente a quienes quieren ejercen la abstención en relación con algunas preguntas. En efecto, conforme a esa hermenéutica, los ciudadanos tendrían la posibilidad de votar en favor unas disposiciones y en contra otros artículos, pero en cambio la decisión de abstenerse o participar sólo podría ser tomada en bloque, lo cual es una injustificable restricción a la libertad del elector de ejercer la abstención en relación con ciertos temas de un referendo heterogeno y multitemático” (Sentencia C-551 de 2003). 
Por lo tanto, esta Jefatura estima que sí es contrario a la libertad del elector que del hecho de que un ciudadano participe de un referendo se suponga que el mismo participa activamente de cada una de sus preguntas —en tanto que “en cada una de las preguntas, en forma independiente, las autoridades electorales, para determinar si la reforma propuesta fue o no aprobada, deberán verificar si esa propuesta (i) obtuvo o no más de la mitad de los votos, y (ii) si el número total de votos supera o no la cuarta parte de los sufragios posibles, conforme al censo electoral” (Ibídem)—, todavía más inconstitucional es que del hecho de que el ciudadano participe de una jornada en donde simultáneamente se realizarían dos actos electorales distintos, se suponga que él quiere participar de uno de ellos, el referendo constitucional, e incluso se obligue al jurado a entregarle el tarjetón correspondiente —un tarjetón que, de se reitera, dirá que ese referendo es “necesario” para alcanzar la paz—, con el solo propósito de garantizar así, por medio de ficciones y suposiciones, el umbral correspondiente. 

En el mismo sentido, también considera que es inconstitucional y en todo caso insuficiente que, como forma de matizar o reducir la restricción a la libertad del elector que supone la coincidencia del referendo constitucional con otro acto electoral y la obligación al jurado de entregar el tarjetón del referendo correspondiente, se establezca que el elector es libre de recibir o no el correspondiente tarjetón. Lo anterior, en tanto que ésta medida no consagra o establece novedad alguna, en tanto que el elector efectivamente ya cuenta con esta libertad, y por el contrario parte de una restricción anterior a esa libertad, cuál es el no dejar que el elector (que incluso puede únicamente querer participar de la otra elección y ni siquiera saber que es libre de no recibir el tarjetón o cuál es el efecto de no hacerlo) escoja si quiere o no participar de la elección del respectivo referendo. 

De conformidad con lo anterior, esta Vista Fiscal le solicitará a la Corte Constitucional declarar inexequible el artículo 2° en su integridad.

4.4. Sobre la inexequibilidad del artículo 3°

 Artículo 3°. Publicidad del Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. El Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado deberá ser publicado y difundido para conocimiento de los ciudadanos con anterioridad a la votación del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.   

El Procurador General de la Nación advierte que la norma anteriormente citada también debe ser declarada inexequible, en tanto que considera que la misma sufre de una ambigüedad e imprecisión absolutamente contraria a la naturaleza de una Ley Estatuaria que debería regular integralmente un mecanismo de participación ciudadana como es un referendo constitucional (artículo 152 Superior) y además supuestamente pretende (y de hecho debería) garantizar la libertad de los electores que participen en el referendo para el que allí se establecen unas reglas especiales y excepcionales. Además, advierte que de su texto es posible concluir que el Legislador Estatutario adoptó una medida o medio para lograr la aprobación tácita e indirecta del “Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado”, lo que equivale a una instrumentalización engañosa del poder soberano del elector, que se traduce en un indebido uso del referendo para lograr el plebiscito  de una determinada política pública.

En efecto, mientras una incauta lectura del artículo 3° podría llevar a concluir que éste contiene una forma de proteger y garantizar la libertad del elector, en tanto que persigue garantizar que él conozca los acuerdos objeto del referendo constitucional al que es convocado, una mirada detenida y más detallada de la norma permite advertir que la misma indiscutiblemente supone que los ciudadanos no serán convocados a votar el texto del “Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado” sino que, por el contrario, los ciudadanos únicamente serán convocados a refrendar los instrumentos normativos que se entiendan “necesarios para la implementación de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado”. En pocas palabras, se refrendarán no los acuerdos en sí mismos, sino únicamente los medios para implementarlos. 

Para justificar esta interpretación, sea suficiente con señalar que si los ciudadanos fueran convocados a votar directamente los acuerdos de paz o para la terminación del conflicto de los que trata el Proyecto de Ley sub examine, entonces esta norma sería simplemente redundante e inútil en tanto que, necesaria e ineludiblemente, dichos acuerdos tendrían que haberse plasmado en normas constitucionales que, a su vez, estuvieran contenidas en las preguntas de la ley de referendo que, por su parte, previamente tendría que haber sido aprobada por el Legislador y revisada por la Corte Constitucional. En este sentido, si los ciudadanos efectivamente fuesen convocados a votar el texto de los mencionados acuerdos, no hay forma de que los ciudadanos no los conocieran previamente, ni que éstos no hubiesen sido divulgados y puestos en conocimiento del público, pues se corresponderían con el texto del mismo referendo. 

Pero este no es el propósito de la norma en comento. Por el contrario, su sola existencia demuestra que los ciudadanos no serán convocados a votar el acuerdo mencionado sino, se reitera, únicamente las normas para implementarlos
. Esta es la razón por la que, supuestamente con el ánimo de garantizar la libertad de los electores, en el debate parlamentario se discutió y finalmente decidió que era necesario que este acuerdo fuese “publicado y difundido para conocimiento de los ciudadanos con anterioridad a la votación del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley”. 

En concepto de esta Vista Fiscal, sin embargo, esta precisión es justamente la razón por la que la norma en cuestión también es inconstitucional: porque si los ciudadanos no van a votar el texto de los acuerdos sino, únicamente, las normas para implementarlos, esto significa que el referendo o los referendos sobre los que trata el Proyecto de Ley Estatutaria en cuestión es en realidad un plebiscito con efectos constitucionales para aprobar indirectamente los mencionados acuerdos, y no simplemente la aprobación libre y espontánea de una reforma constitucional, en donde los ciudadanos pueden votar positiva o negativamente cada pregunta. 
Es más, no debe olvidarse aquí que, a través de este plebiscito o referendo plebiscitario, el elector será convocado a votar unas medidas que el mismo Legislador le señala como “necesarias” para poner fin al conflicto armado, lo que sin duda también pone en entredicho su libertad
, pues como bien se recoge en el Proyecto de Ley Estatutaria sobre Participación Política, “[e]l Estado en todos sus niveles de organización territorial nacional, bajo el liderazgo de las administraciones, tiene la obligación de: […] j) Blindar el desarrollo de este tipo de ejercicios de la influencia de los actores armados ilegales o de otras fuentes de ilegalidad” (artículo 104)
 e incluso el constreñimiento al sufragante se encuentra tipificado (Código Penal, artículo 387
). 
Por motivo de lo anterior, esta Jefatura considera que el artículo 3° también debe ser declarado inexequible, advirtiendo que, aun cuando el mismo se interprete de una manera distinta o que se entienda que no es tan contrario a la libertad del elector como aquí se ha dicho, en todo caso ofrece unas medidas que, en tanto ambiguas e imprecisas, son insuficientes para garantizar esta libertad como es debido. 

Lo anterior, pues por la forma en que se encuentran redactadas permitirían que el Acuerdo para la Terminación del Conflicto Armado fuese publicado y difundido, por ejemplo, tan sólo unas horas antes de que se realizara el referendo para la aprobación de las normas constitucionales para implementarlo, lo que es claramente irrazonable e injustificado. 
Además, la norma bajo examen permite advertir también que sería posible que esas normas para implementar los acuerdos fueran tan generales y ambiguas, que incluso podrían ser aprobadas por el Congreso y surtir el proceso constitucional sin que el mencionado Acuerdo ni siquiera se haya dado o, por lo menos, sin que se haya dado a conocer
. Lo que demuestra hasta qué punto esta norma pretende burlar no sólo al elector (a quien se lleva a aprobar un instrumento con el que indirectamente termina avalando el objeto al que éste serviría) sino, también, a los demás poderes públicos.
El conclusión, en concepto del jefe del Ministerio Público el mencionado “Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado”, de avalarse la norma bajo examen, sencillamente ingresaría a ser parte del ordenamiento jurídico (e incluso con rango constitucional, si es que a él remite expresamente la norma constitucional adoptada por medio de referendo) de manera indirecta o tácita, esto es, sin haber sido directamente aprobado por el constituyente primario o por ningún otro de los poderes constituidos, con excepción del Ejecutivo, que es quien lo negocia con el grupo (o los grupos) al margen de la Ley y quien tendría también la iniciativa de convocar al respectivo referendo. 
Se trata, por lo tanto, de una forma sofisticada de elusión constitucional en donde, convocado a una votar una reforma constitucional, los electores en realidad terminan aprobando indirectamente y, así, incorporando al ordenamiento jurídico unos acuerdos que no han tenido ningún tipo de control y cuyas únicas partes y autores son el Gobierno Nacional y un(os) grupo(s) armado(s) al margen de la Ley
. Por esta razón, el artículo 3° debe ser declarado inexequible. 
4.5. Sobre la inexequibilidad de los artículos 4° y 7° 
Artículo 4°. Financiación de las campañas. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas de financiación de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley, así como de las que promuevan la abstención.

Artículo 7°. Participación en las campañas del referendo. El Consejo Nacional Electoral establecerá las reglas para la realización de campañas a favor, en contra o por la abstención, respecto del tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley.

En concepto de esta Jefatura los artículos 4° y 7° del Proyecto de Ley Estatutaria Número 63 de 2013 Senado-073 de 2013 Cámara (en adelante Proyecto de Ley) pueden ser analizados, desde el punto de vista sustancial, de manera conjunta. Esto es así por cuanto estas dos normas comparten una característica o común denominador que prima facie es constitucionalmente problemático: delega en una autoridad que materialmente desempeña funciones administrativas o de ejecución como lo es el Consejo Nacional Electoral (en adelante CNE), la confección de las reglas para la financiación (art. 4° analizado) y realización (art. 7° examinado) de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos de los referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado, así como las de quienes promuevan la abstención.  

Como se observa, las dos disposiciones descritas no contienen materias o contenidos (como mandatos, prohibiciones o permisiones) referidos a la financiación y realización de las campañas relativas a los referendos específicos creados por el Proyecto de Ley, sino que, por el contrario, simplemente radican en cabeza del CNE la competencia de definir dichas reglas. Por lo tanto, el análisis sustancial de estas dos normas jurídicas se referirá a la constitucionalidad de dicha habilitación por parte del Legislador estatutario en favor del CNE.  

De conformidad con este panorama, esta Jefatura debe determinar si es compatible con la Constitución que el Proyecto de Ley Estatutaria habilite al CNE para que “establezca” (i) las reglas relativas a la financiación y realización de las campañas que apoyen o controviertan los contenidos del tipo específico de referendos que se crea con esta Ley, así como (ii) las reglas para las campañas que promuevan la abstención

Para lograr ese objetivo esta Jefatura, en primer lugar, determinará el alcance de los artículos examinados. Posteriormente, y con fundamento en estas consideraciones, resolverá la pregunta esbozada.       

En cuanto a lo primero, una interpretación textual, histórica y sistemática de las disposiciones jurídicas estudiadas, permite concluir que el Legislador Estatutario habilitó al CNE para que “establezca”, esto es, para que defina las reglas referentes a la realización y financiación de dicho tipo de campañas. Como se observa, el verbo utilizado en el Proyecto de Ley fue “establecer” que, implica, a su turno, “ordenar, mandar o decretar”
 de lo cual se puede deducir que su función no se limita a la mera reglamentación o desarrollo de las reglas legislativas ya existentes sobre financiación y realización de las campañas de referendo, sino más bien a la fijación o creación de las mismas. 

Esta misma interpretación fue acogida durante el trámite parlamentario del Proyecto de Ley. En efecto, en una de las pocas referencias que se encuentran en las Gacetas y que dan cuenta de los antecedentes del artículo 4° examinado, se lee que “[e]l Proyecto como tal […] brinda acá las garantías para todo mundo. Para quien lo respalda está claro, para quien no respalda este Referendo también está claro, hay financiación por parte del Estado y que es el Consejo Nacional Electoral quien fija, quien debe fijar estas reglas, estos criterios, estos gastos”
.    

Adicionalmente, y en tercer lugar, esta lectura gramatical e histórica se acompasa con una interpretación sistemática del Proyecto de Ley. En ese orden de ideas, como ya se vio en el análisis del artículo 1°, las reglas especiales y específicas de este Proyecto excepcionan o impiden la aplicación de las normas generales contenidas en la Ley 134 de 1994. Así, puede decirse que, en concreto, los artículos 1°, 38, 39, 40 y 41 (sobre financiación de campañas para referendo en general), así como los artículos 97 y 98 de dicha Ley Estatutaria (sobre financiación de campañas de referendo en general), son inaplicables al tipo de referendos que crea el proyecto de Ley Estatutaria. 

Si esto es así, cabe preguntarse entonces: ¿cuáles son las reglas para la realización y financiación de las campañas relativas a los referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado? La respuesta se encuentra justamente en los artículos 4° y 7° estudiados, vale decir, dichas reglas no se encuentran previstas por la Ley sino que se fijarán o establecerán por parte del CNE atendiendo a las particularidades de este tipo de referendos constitucionales. Ese es el sentido de la norma, a partir de la aplicación de diversos métodos de interpretación jurídica que, como se observa, apuntan todos hacia la misma dirección. 

Ahora bien, una vez se ha aclarado que las dos disposiciones suponen sendas habilitaciones al CNE para que establezca, fije o elabore las reglas referidas, es preciso determinar su naturaleza jurídica, es decir, si la expedición de estas reglas supone materialmente el ejercicio de función legislativa y, más concretamente si implica el desarrollo de una atribución legislativa de carácter estatutario. 

En ese sentido, lo primero que conviene señalar es que las reglas que en su momento llegase a expedir el CNE son de naturaleza legislativa. En efecto, como se anotó anteriormente, el establecimiento de reglas por parte de esa Corporación no está sujeto ni depende de estándares legislativos que previamente hayan sido diseñados por el Legislador. Dicho en otros términos, la labor del CNE de acuerdo con los artículos 4° y 7° del Proyecto, no reside en una mera reglamentación, administración o ejecución que, valga decir, son, a grandes rasgos, las atribuciones confiadas al CNE según el art. 265 constitucional. De este modo, aunque los actos que esta institución llegare a expedir serían formalmente actos administrativos, materialmente tendrían fuerza legislativa porque (i) por una parte establecerían reglas que mandarían, permitirían o castigarían de manera general
, es decir, regularían lo atinente a la financiación y realización de las campañas de la clase de referendos que crea el Proyecto de Ley Estatutaria; (ii) tendrían la virtualidad de dejar sin efecto las demás Leyes expedidas por el Congreso sobre la materia, al menos para este caso concreto al crear, como se analizó anteriormente, un marco de excepción de la Ley 134 de 1994; y (iii) desarrollarían directamente la Constitución, esto es, el artículo 152 que establece la necesidad de contar con una Ley estatutaria para regular lo referente a los mecanismos de participación ciudadana.   

En segundo lugar, esta Jefatura estima que la habilitación legislativa que se efectúa en favor del CNE, es de naturaleza estatutaria. Para sustentar esta afirmación, sea lo primero advertir que de acuerdo con el artículo 152, literal d) de la Constitución, las materias relacionadas con las instituciones y mecanismos de participación ciudadana son materia de reserva de Ley Estatutaria y, como es bien sabido, el referendo constitucional no sólo es uno de dichos mecanismos por medio de los cuales la ciudadanía decide sobre la aprobación de normas de rango constitucional (arts. 103, 374 y 378 Superiores), sino que, también, supone el ejercicio de un derecho fundamental (art. 40.2 de la Constitución Política). 

Ahora bien, no sobra recordar que las materias o asuntos sometidos a reserva de Ley Estatutaria no fueron elegidos aleatoriamente o al azar por parte del constituyente. Por el contrario, los temas consignados en el artículo 152 constitucional son de la mayor importancia para la Carta Política de 1991 y, por esa misma razón, requieren un tipo especial de Ley o “vestidura” que garantice (i) su permanencia en el ordenamiento jurídico; y (ii) la existencia de un mayor consenso y debate sobre la regulación allí contenida (mayoría absoluta)
. Y no podía ser para menos: la exigencia de una regulación estatutaria de las instituciones y mecanismos de participación ciudadana encuentran fundamento en que uno de los pilares básicos de la Constitución Política de 1991, es su carácter democrático y participativo, como se deduce de múltiples normas constitucionales
. En suma, como lo ha advertido la doctrina, uno de los grandes cambios que se produce con la expedición de la Carta de 1991 es su acentuado carácter democrático
, en el que la ciudadanía, por diversos medios, tiene directamente la última palabra sobre su destino  constitucional y político. Como consecuencia de lo anterior, la Corte Constitucional ha afirmado correctamente que la inobservancia de esta exigencia de tramitar y regular este tipo de asuntos por medio de una Ley Estatutaria supone un vicio de inconstitucionalidad insubsabanable, es decir, que no puede ser enmendado o corregido por el Congreso de la República
. 

Reconociendo lo anterior, es preciso señalar que la Corte Constitucional ha concluido que, para identificar si cierta materia relacionada con los mecanismos de participación ciudadana (como el referendo constitucional) debe ser  regulada por medio de una Ley Estatutaria, se debe analizar el cumplimiento de dos requisitos: 

· Por un lado, las disposiciones que afecten el núcleo esencial del derecho a la participación democrática de la ciudadanía, deben tramitarse por medio de este tipo de Ley. A su vez, el núcleo esencial de este derecho ha sido entendido como “aquel reducto  esencial que es absolutamente necesario para que tal derecho pueda ser ejercido y sea efectivamente tutelado […]. En este sentido, las disposiciones que tengan el significado de introducir límites, restricciones, excepciones, prohibiciones o condicionamientos al ejercicio del derecho de participación ciudadana, ameritan ser tramitadas como estatutarias”
.
· Adicionalmente, cuando la materia descrita en el punto anterior se regula de manera “integral, estructural y completa”
 es preciso que dicha regulación se encuentre contenida en una Ley Estatutaria. La integralidad de la regulación implica que “[s]e necesita que mediante [el precepto analizado] se establezcan las reglas aplicables, creando, así sea en parte, la estructura normativa básica sobre […] las instituciones y mecanismos de participación ciudadana”
 (resaltado fuera del original). 

Descendiendo al caso sub examine, se encuentra que las reglas de financiación y realización de las campañas relativas a los referendos constitucionales constituyen  una materia reservada a la Ley estatutaria por las siguientes razones: 

(i)  La definición de las reglas que se deben observar para realizar y financiar una campaña referida a la conveniencia o inconveniencia de apoyar, rechazar o abstenerse de participar en un referendo cuyo objetivo es reformar la Constitución, es un prerrequisito o presupuesto esencial para poder ejercer de manera adecuada el derecho a la participación política por parte de la ciudadanía. En efecto, a partir de la segunda guerra mundial, la democracia ya no se entiende únicamente como la decisión “pura y dura” de las mayorías sobre cierto aspecto de la vida política de un Estado, sino que dicho concepto también supone el respeto de ciertas condiciones previas sin las cuales no puede catalogarse una decisión como verdaderamente democrática. Esto ocurre, por ejemplo, con el necesario debate racional y razonable (deliberación extraparlamentaria)
 que debe anteceder la toma de cualquier tipo de determinación democrática, debate que, a su turno, resulta indispensable para formar el juicio democrático en el ciudadano (que sopesa las ventajas y desventajas de las diversas alternativas) y para garantizar su libertad como elector. En ese contexto, resulta fundamental la fijación de las reglas de las campañas, lo cual incluye, por supuesto, las referidas a la financiación y realización de las mismas. Esto es así por cuanto un debate transparente, limpio y equilibrado, tanto logística como financieramente, contribuye a la formación de un juicio electoral libre e informado en la ciudadanía. Por oposición, la ausencia de reglas financieras
 o que versen sobre las condiciones en las cuales se puede adelantar una campaña que trate de convencer a la ciudadanía sobre la conveniencia o inconveniencia de una propuesta de norma jurídica constitucional, es un escenario proclive a la existencia de asimetrías exageradas de información, con lo cual la formación del juicio electoral en el ciudadano no será libre y equilibrada sino, más bien, manipulada y desigual. Esto, como es evidente, desdibuja el núcleo del derecho a la participación ciudadana que tiene como presupuesto la existencia de ciudadanos libres e iguales
. De todo lo anterior se sigue que el establecimiento de las reglas sobre financiación
 y realización
 de las campañas sobre referendo, debe efectuarse por medio de una Ley Estatutaria ya que, sin estas, no habrá deliberación imparcial y, por lo mismo, no podrá haber libertad alguna para el elector que participa en un referendo.              
(ii)  Por otro lado, las reglas referidas a la realización y financiación de las campañas de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado que se delegan al CNE, tienen la pretensión de regular y establecer integralmente los criterios aplicables a un aspecto esencial de los mecanismos de participación ciudadana como lo es el relativo a la financiación y realización de las campañas. En efecto, los artículos 4° y 7° no establecen siquiera un lineamiento básico que defina la estructura normativa básica que ha de regir las campañas referidas al tipo de referendos constitucionales creado con el Proyecto de Ley. Esta circunstancia, sumada a la conclusión según la cual el presente Proyecto crea un marco de excepción frente a las reglas contenidas en la Ley 134 de 1994 sobre financiación y realización de campañas, permiten decir que la pretensión de las normas analizadas es regular de manera integral y completa dicho asunto y, para tal fin, habilita al CNE para que confeccione dichas reglas. Esta pretensión de integralidad se confirma además en que la delegación al CNE no tiene límite temático alguno, sino que comprende toda la regulación referida a la financiación y realización de campañas. 

(iii) Finalmente, una buena forma de probar que en la práctica legislativa se ha entendido que las reglas referentes a la financiación y realización de campañas en el marco de un referendo tienen reserva de Ley Estatutaria, consiste en señalar que después de la expedición de la Carta de 1991, todas estas regulaciones se han incluido en Leyes Estatutarias. Así por ejemplo, los artículos 1°, 38 a 41 y 91 a 98 de la Ley Estatutaria 134 de 1994 regulan estas materias para todos los referendos. En el mismo sentido, los artículos 31 a 35 del Proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 Cámara - 227 de 2012 Senado establecen las reglas sobre campañas en los casos de referendo. 

De todo lo anterior se concluye que las normas estudiadas habilitan al CNE para dicte las reglas -que materialmente tienen fuerza de Ley Estatutaria-, indispensables para la regular la financiación y realización de campañas en el marco de un referendo. 

Ahora bien, una vez se ha determinado el alcance de las disposiciones examinadas, es posible concluir que la habilitación en favor del CNE para que expida disposiciones que materialmente tienen la fuerza de una Ley Estatutaria, es inconstitucional, como pasa a explicarse. 

En primera medida, es preciso decir, como premisa general, que una interpretación sistemática de la Constitución Política de 1991 (arts. 113, 150.10 y 152), permite asegurar que la posibilidad de delegar la función Legislativa en órganos que por su naturaleza no pueden legislar, tiene una serie de restricciones sin las cuales dicha delegación resulta contraria a la Constitución
. Estas limitantes encuentran justificación en que el uso excesivo de las Leyes que otorgan función legislativa ordinaria en favor del Presidente de la República “debilita el principio democrático ante el empobrecimiento de la deliberación al interior del Congreso, relativiza el principio de separación de poderes y acentúa el carácter presidencialista del régimen político”
. 
Ahora bien, una de las restricciones explícitas de cara a la expedición de una Ley de facultades consiste en que “[e]stas facultades no se podrán conferir para expedir […] leyes estatutarias”
, toda vez que la regulación de una materia tan sensible como los mecanismos de participación ciudadana no puede ser delegada o transferida por parte del Congreso a otro órgano. Pensar lo contrario supondría, como bien lo afirma la doctrina
, la supresión del necesario debate democrático que debe existir en temas tan trascendentales como la fijación de las reglas de campaña de los referendos, así como el incremento inconstitucional de las funciones de un órgano sin atribuciones legislativas como lo es, en este caso, el CNE (cfr. arts. 6° y 121 Superiores). 

De lo anterior se sigue una primera conclusión: la Constitución prohíbe, por regla general, que se habilite a un órgano diferente al Congreso de la República para que pueda expedir normas de contenido estatutario. Como se observa, los artículos 4° y 7° quebrantan dicha prohibición porque no existe norma constitucional alguna que le permita al CNE expedir normas de contenido estatutario. De este modo, se desconocen múltiples artículos de la Constitución, a saber: el principio de separación de poderes (art. 113 constitucional), la reserva de Ley Estatutaria y la prohibición de su delegación (arts. 150.10 y 152), el principio de legalidad (arts. 6 y 121) y las propias funciones constitucionales asignadas al CNE (art. 265). Por oposición, si hipotéticamente se aceptara que la disposiciones analizadas son constitucionales, se llegaría al absurdo de conceder también que una Ley Estatutaria puede modificar la Constitución, al crear y definir nuevas funciones que no se le ha dado a nivel superior a un órgano de naturaleza administrativa como el CNE. En suma, si constitucionalmente el Presidente (a pesar de ser elegido popularmente) no puede expedir normas de contenido estatutario, con mayor razón puede sostenerse que tampoco puede hacerlo un órgano con una legitimidad democrática tan baja como el CNE.     

En línea con lo que se acaba de mencionar, las normas estudiadas deben ser declaradas inconstitucionales porque la habilitación, además de desconocer la Constitución, no tiene restricción de ninguna índole. En efecto, las disposiciones analizadas no establecen límite alguno referido a: 

·  El tiempo: el CNE podría Legislar de manera permanente y desplazaría al Congreso de la República en su función natural de expedir este tipo de normas. Así las cosas, un órgano electoral cuya función predominante es de carácter administrativo, se transformaría en un legislador paralelo y permanente. Con esto, se elude además el exigente debate democrático, así como las reglas especiales de mayorías que requiere una Ley Estatutaria. 

·  La materia: las normas no establecen de manera detallada cuáles asuntos referidos a la financiación o realización de las campañas pueden ser regulados por el CNE. De este modo, el Congreso se desprende de la cláusula general de competencia para expedir regulaciones estatutarias sobre un asunto consustancial a los mecanismos de participación democrática y la traslada a un órgano de naturaleza administrativa.

·  El control de la Corte Constitucional: los artículos 4° y 7° estudiados inhiben, prima facie, el control judicial previo, integral y automático que debe recaer sobre las normas estatutarias (arts. 153 y 241.8 constitucionales). Esto es así toda vez que la Corte Constitucional no tiene competencia formal para conocer de la constitucionalidad de actos expedidos por el CNE. Se trataría, entonces, de una grave elusión no sólo del debate democrático, sino también del control judicial de constitucionalidad
.      

Ahora bien, lo dicho hasta acá podría refutarse bajo el argumento de que la Constitución en algunos eventos permite que el Presidente pueda expedir normas de contenido estatutario, con lo cual se concluiría –erróneamente- que sí es posible la habilitación que realiza la Ley. 
Sin embargo, dicho argumento no es de recibo toda vez que: 

(i)  Precisamente dicha habilitación tiene origen directamente en el texto constitucional
. Esto quiere decir que es el constituyente quien soberanamente ha decidido tomar tal determinación. En este caso, por el contrario, la delegación proviene de la Ley, vale decir, de un órgano constituido como el Congreso de la República que, como es bien sabido, no puede imponer su voluntad sobre las determinaciones del constituyente que nunca le dio al CNE dichas competencias. 

(ii)  En segundo lugar, las habilitaciones constitucionales han sido excepcionalísimas. En efecto, (a) las facultades extraordinarias concedidas al Presidente por cuenta de los artículos transitorios de la Constitución para expedir normas de contenido estatutario, fueron expresión directa de la voluntad del constituyente primario
 y, adicionalmente, tenían como fundamento “una situación coyuntural y extraordinaria que hizo necesario acudir a procedimientos legislativos eficaces para poner en marcha un nuevo ordenamiento constitucional”
; y (b) la habilitación constitucional por cuenta del constituyente derivado en favor de órganos no legislativos para expedir normas de contenido estatutario, ha sido vista con mucho recelo por la Corte Constitucional
. En tal sentido, ese Tribunal ha dicho que excepcionalmente es posible que el constituyente derivado le otorgue al Presidente la facultad de dictar normas con contenido estatutario siempre que estén limitadas en el tiempo, así como en los temas que se delegan. Así mismo, dicha habilitación no suspende la facultad del Congreso parta expedir normas estatutarias
. 

Estas circunstancias excepcionalísimas no se producen en el caso concreto porque (a) se reitera que la delegación no proviene del Constituyente; (b) la habilitación no tiene límites de tiempo y tampoco se especifican o precisan los temas concretos sobre los cuales puede expedir normas el CNE. En ese sentido, si una reforma constitucional con esas características sustituye la Constitución
, con mayor razón una norma de rango legal (como la que se analiza) la desconoce con más fuerza; (c) se desplaza al Legislador por cuanto las reglas de la Ley 134 de 1994 son inaplicables y; (d) el CNE no es elegido democráticamente (como sí el Presidente) por lo cual su legitimidad ciudadana es baja, más aún si se tiene en cuenta que precisamente la delegación tiene que ver con el derecho a la participación ciudadana y con sus mecanismos, con lo cual la ciudadanía directamente afectada no habrá podido participar en la elaboración de dichas reglas ni directamente, ni por medio de sus representantes
. 

En conclusión, la habilitación legislativa que establecen los artículos 4° y 7° del Proyecto de Ley analizado en favor del CNE, es inconstitucional porque establece una nueva función incontrolada en cabeza de ese órgano y desconoce, además, la reserva de Ley Estatutaria. Se trata, en suma, de una elusión constitucional que tiene como efecto evitar los controles jurídicos y políticos tan exigentes que tiene una Ley de esta clase.  

4.6. Sobre la inexequibilidad del artículo 5°

Artículo 5°. Medios de comunicación. La Autoridad Nacional de Televisión garantizará el acceso democrático a los medios oficiales de comunicación en condiciones equitativas para quienes apoyen o controviertan el tipo de referendos constitucionales a los que se refiere la presente ley así como de quienes promuevan la abstención.
Para poder emitir un juicio sobre la constitucionalidad del artículo 5° del Proyecto de Ley, esta Jefatura determinará en primer lugar el alcance de la norma estudiada. En un segundo momento y, con fundamento en la primera parte, señalará las razones por las cuales la disposición estudiada es contraria a la Constitución.
Una lectura preliminar de la norma permitiría decir que esta es constitucional porque simplemente especifica una función que es propia de un órgano administrativo como la Autoridad Nacional de Televisión (en adelante ANTV): la reglamentación y desarrollo de la política pública de televisión contenida en la Ley (art. 3° de la Ley 1507 de 2012), competencia que, para el caso del Proyecto de la Ley, se circunscribiría a los asuntos referidos a las campañas de los tipos de referendo que este crea. En ese sentido podría pensarse que esta norma, a diferencia de los artículos 4° y 7°, no establece una delegación en un órgano administrativo para que establezca las reglas de contenido estatutario referidas al acceso democrático a medios oficiales de comunicación en el contexto de los referendos expedidos con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado.    

A pesar de lo anterior, dicha lectura es parcial por una razón básica: no tiene en cuenta que, como ya se analizó previamente, el Proyecto de Ley exceptúa la aplicación de las reglas generales contenidas en la Ley 130 de 1994, lo cual incluye, por supuesto, las normas que regulan el acceso a los medios de comunicación en el marco de las campañas de referendo
. Adicionalmente, a esta circunstancia debe añadirse el hecho según el cual el articulado del Proyecto de Ley sub examine no contiene una sola regla referida a los lineamientos que deben observarse en materia de acceso a la comunicación.  
Esta interpretación sistemática de la norma es particularmente relevante de cara al artículo 5° estudiado debido a que (i) a pesar de que se acepte que la ANTV simplemente se limitará a reglamentar las reglas legislativas sobre acceso a los medios de comunicación pero, al mismo tiempo; (ii) tales reglas no existen porque el Proyecto no tiene norma alguna sobre el particular y simultáneamente exceptúa las reglas generales de la Ley 130 de 1994, cabe preguntarse entonces; (iii) ¿cuáles reglas de carácter legislativo estatutario reglamentará la ANTV?

En efecto, una conclusión preliminar reside en señalar que existe un vacío legislativo en relación con las reglas que deberán regir el acceso a los medios de comunicación de las campañas que se desarrollan en el marco del tipo de referendos creados por el Proyecto de Ley
. Siendo esto así, le corresponde a esta Vista Fiscal establecer si es inconstitucional que no existan reglas legislativas sobre el acceso a los medios de comunicación por parte de las campañas en el marco de los referendos constitucionales creados por la Ley y que, a su turno, debe garantizar la ANTV. 

De acuerdo con lo anterior, el Jefe del Ministerio Público estima que el vacío normativo señalado constituye una causal de inconstitucionalidad de la disposición examinada, como se explica a continuación: 

(i) Una primera aproximación plausible consistiría en afirmar que la ANTV no sólo tendría la facultad de vigilar el cumplimiento de las reglas referentes al acceso democrático a los medios de comunicación oficiales en los casos en los cuales se desarrolle uno de los referendos creados por el Proyecto de Ley, sino también tendría la atribución de fijar y diseñar dichas reglas que, como bien ha señalado la jurisprudencia constitucional, deben estar contenidas en una Ley Estatutaria
. En ese supuesto es evidente, como se señaló en el análisis de los artículos 4° y 7°, que la habilitación tácita que haría el Proyecto por cuenta de esta interpretación sería inconstitucional. En efecto, se trataría de una delegación que (a) desconoce una prohibición contenida en la Constitución; (b) supondría otorgarle una función Legislativa de carácter estatutario a un órgano que por su naturaleza es meramente administrativo, reglamentario o de ejecución
. Esta función legislativa, a su vez, no tendría limitaciones de tiempo o de precisión temática, con lo cual se desplaza de manera permanente al Congreso de la República; y (c) elude el necesario debate democrático (control político), así como el control jurídico que debe adelantar la Corte Constitucional sobre las Leyes Estatutarias. 

(ii) Ahora bien, la segunda aproximación posible frente al vacío normativo señalaría que dicha laguna no supone la existencia de una suerte de habilitación tácita en favor de la ANTV, sino que se trataría justamente de eso: una laguna normativa. Sin embargo, en ese segundo evento, la disposición también resulta ser inconstitucional toda vez que, en los mismos términos de la Corte Constitucional, el Legislador habría omitido regular “una condición o un ingrediente que, de acuerdo con la Constitución, sería exigencia esencial para armonizar con ella”
. Esta inactividad del Legislador Estatutario para regular un asunto que es esencial a la norma, no puede ser suplida por medio de una sentencia aditiva porque ello implicaría que el juez constitucional, excediendo sus atribuciones, deba diseñar el conjunto de reglas esenciales pretermitidas por el Congreso de la República
.

Estas consideraciones de cara al caso sub examine llevarían a afirmar que un aspecto esencial que debe contener una regulación de carácter estatutario referida a los referendos especiales creados por el Proyecto de Ley, tiene que ver precisamente con las reglas relativas al acceso democrático a los medios oficiales de comunicación. En efecto, como se mencionó más atrás, un aspecto basilar de cualquier referendo constitucional (art. 378 Superior) estriba en la garantía de la libertad del elector. A su turno, una condición para que dicha libertad sea efectiva (no solo teórica) radica en que exista la posibilidad de que los ciudadanos conozcan de manera equilibrada y transparente las diferentes opciones que tienen de cara a un referendo de esta clase: apoyarlo, rechazarlo o abstenerse de participar. En ese sentido, uno de los instrumentos o mecanismos más efectivos que se tiene para lograr este objetivo, es garantizar el acceso imparcial, justo, transparente y equilibrado a los medios de comunicación oficiales. Esta divulgación no solamente es compatible con la Constitución sino que, además, ésta la exige con el propósito de que el ciudadano pueda formar su juicio electoral de manera libre (cfr. Arts. 20, 75, 107, 108, 111 y 152 –pár.-). En suma, la existencia de reglas que definan las condiciones para que el acceso de las campañas en los casos de referendos constitucionales, es una exigencia del constituyente para el Legislador con el propósito último de garantizar la libertad del elector (a mayor y mejor información más libertad) y por esta vía salvaguardar el referendo constitucional como mecanismo de participación ciudadana
. 

Así mismo, la inconstitucionalidad de la ausencia de una regulación relativa al acceso a los medios oficiales de comunicación se acentúa cuando, como ocurre en este caso, (i) se permite la posibilidad de que la votación del referendo coincida con la de otro acto electoral, evento en el que la libertad del elector, como se vio más atrás, se encuentra seriamente afectada; y (ii) el tema de los referendos se refiere a los mecanismos para la implementación del Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado. En esta hipótesis la necesidad de reglas claras para el acceso a los medios oficiales de comunicación, es más cierta aún. Así por ejemplo, de cara al caso sub examine la norma analizada no determina quiénes pueden acceder a los medios de comunicación oficiales para promover rechazar o sugerir la abstención en el caso de los referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto. Esta omisión es particularmente grave ya que no excluye, por ejemplo, a los alzados en armas más todavía cuando la decisión que se llegare a tomar por cuenta del referendo los afectará de manera directa. Justamente por esa razón la Corte Constitucional declaró la exequibilidad de los artículos 1° y 3° de la Ley 996 de 2005 bajo el entendido que “no podrán participar en el conjunto de actividades de campaña, ni brindar apoyo, los miembros de grupos armados al margen de la ley o pertenecientes a grupos que no se han reincorporado plenamente a la vida civil, conforme a la ley”. Esto con el propósito de garantizar la libertad del elector, como lo señaló en esa oportunidad la Corte Constitucional
.  

Por todo lo anterior, la ausencia de reglas claras que establezcan las condiciones para acceder a los medios de comunicación oficiales, supone la inconstitucionalidad del artículo 5° del Proyecto de Ley.   
4.7. Inexequibilidad del artículo 6°

 Artículo 6°. Garantías para la oposición al referendo constitucional. Cuando la realización del tipo de referendos a los que se refiere la presente ley coincida con un acto electoral, se deberá asegurar que quienes se opongan al referendo tengan las suficientes garantías. Para tal efecto: 

1. Las campañas no podrán ser financiadas con recursos públicos. 

2. El Gobierno nacional no podrá aumentar los recursos destinados a la publicidad del Estado. 

3. El certificado de sufragante solo se otorgará a quienes participen en la votación de los actos electorales, y la decisión de no votar el referendo bajo ninguna circunstancia podrá afectar este derecho. 

4. La campaña institucional de la organización electoral se regirá por lo establecido en el artículo 93 de la Ley 134 de 1994. Además de divulgar el contenido del referendo constitucional la organización electoral deberá explicar las formas de participación, incluyendo la abstención activa. 

5. Para efectos del establecimiento de topes de financiación y de acceso a medios de comunicación, la campaña que promueva la abstención activa en el referendo será considerada por el Consejo Nacional Electoral y la Autoridad Nacional de Televisión, como una campaña independiente de la campaña por el no.
Con relación a lo dispuesto en el artículo citado, esta Jefatura en primer lugar considera que es necesario reiterar lo que en su momento se dijo con respecto al artículo 34 del Proyecto de Ley Proyecto de Ley Estatutaria No. 227 de 2012 Senado, 134 de 2011 Cámara, relativo a todas las campañas sobre los mecanismos de participación ciudadana en general, en el sentido de que:

“[R]esulta desproporcionado, inequitativo y, en general, contrario tanto a las disposiciones, principios y reglas constitucionales relativas a los mecanismos de participación ciudadana y a los derechos de participación política […] que se le permita al gobierno —por lo demás, no sometido a la autoridad del Consejo Nacional Electoral (Artículo 265 Superior)— adelantar […] campañas contrarias a los mecanismos de participación ciudadana de iniciativa popular con los que no se encuentren de acuerdo” (Concepto 54499). 

Consideración que, en el caso de la norma sub examine, haría por lo menos necesario condicionarla, con el propósito de precisar que quienes se opongan al respectivo referendo en todo caso no pueden recibir el mismo trato e idénticas oportunidades que el Gobierno Nacional, en tanto que esto es evidentemente desproporcionado.

En el mismo sentido, esta Jefatura considera que el numeral 2° de la norma tampoco garantiza los derechos de quienes se opongan al referendo o los referendos sobre los que trata el Proyecto de Ley Estatutaria, en tanto que es insuficiente prohibir al Gobierno Nacional aumentar los recursos destinados a la publicidad estatal, sino que, sin duda, el Legislador Estatutario también debería haber establecido claramente cuáles son los montos o los límites presupuestales con que el Gobierno o el Estado, en su conjunto, puede promocionar los mencionados referendos (o al menos debió haber determinado expresamente quién es la autoridad llamada a establecerlos), que debería ser igual o por lo menos semejante al quántum de presupuesto público y privado con que podrían contar y que podrían invertir los opositores. 

Con relación a lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 6°, esta Vista Fiscal advierte que allí también se adopta una medida insuficiente para garantizar la libertad de los electores o participantes en el referendo constitucional del que trata el Proyecto de Ley Estatutaria, y especialmente sus derechos a la abstención y a la oposición. 

Lo anterior, en tanto que así como incorporar en un tarjetón de referendo una casilla con el voto en blanco para cada pregunta es una manera ilegítima de lograr el umbral de participación mínima establecido en el artículo 378 Superior
, todavía más contrario al ordenamiento constitucional es que se pretenda lograr satisfacer este requisito por medio de la estrategia adoptada con el Proyecto que aquí nos ocupa, en donde primero se permite la coincidencia de este referendo constitucional en particular con otro acto electoral, luego se obliga al jurado a hacer entrega del tarjetón del referendo y, por último, se mantiene el incentivo que la Ley otorga a los ciudadanos que participen del acto de elección ordinario que en esa fecha se celebra de manera simultánea  con el referendo correspondiente. 

En este sentido, para esta Vista Fiscal es claramente insuficiente —y sobre todo como medida para garantizar la libertad de las personas que se oponen al respectivo referendo constitucional o pretenden abstenerse de participar en él—, que se disponga que el incentivo electoral únicamente se va a dar a quiénes participen de la otra elección que se celebra en forma simultánea, en tanto que ésta precisión y distinción tiene poca o nula efectividad práctica, y en todo caso no compensa el hecho de que, por virtud de las demás normas del mismo Proyecto de Ley Estatutaria, en todo caso se entenderá, como regla general, que los ciudadanos que participan de la jornada electoral ordinaria de la que se trate también participan o desean participar del respectivo referendo.           
Con relación a lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 6°, el Jefe del Ministerio Público advierte, en primer lugar, que la remisión expresa que allí se hace al artículo 93 de la Ley 134 de 1994
 demuestra que el Proyecto de Ley sub examine efectivamente establece, para el referendo (o los referendos) que allí se trata(n), un marco de excepción frente a las demás normas de esa Ley Estatutaria. 
En segundo lugar, llama también la atención sobre el hecho de que tanto allí, como en el numeral 5°, nuevamente se adopta una norma vaga, ambigua e imprecisa que, por tanto, ofrece pocas o casi nulas garantías a los derechos fundamentales involucrados y al mecanismo de participación en cuestión, pues simplemente señalar que la organización electoral deberá “divulgar el contenido del referendo constitucional” y “explicar las formas de participación, incluyendo la abstención activa”, es reiterar los mismos vicios que aquí se señalaron respecto del artículo 3° (en donde ni siquiera se precisa cómo se armonizan la publicación previa del Acuerdo para la Terminación del Conflicto Armado con los términos ya establecidos con los que debe convocarse y realizarse un referendo constitucional
), así como reproducir la delegación indebida en autoridades administrativas de asuntos que tienen reserva de Ley Estatutaria.

En atención a lo anterior, esta Jefatura considera que la Corte Constitucional también deberá declarar inexequible el artículo 6° del Proyecto de Ley Estatutaria sub examine, en tanto que el mismo tampoco garantiza la libertad progresiva y reforzada que debe ofrecerse a los ciudadanos que participan en un referendo constitucional, al mismo tiempo que premia indebidamente al elector que participa del mismo, y abandona la reglamentación de asuntos estructurales y sustanciales  relativos a la campaña institucional y a la campaña de abstención en manos de autoridades administrativas. Esto último, en lugar de mantener la regulación que al respecto se hace en la Ley 134 de 1994 o, si fuera del caso, establecer una reglamentación específica directamente en el nuevo Proyecto de Ley Estatutaria. 
4.8. Sobre la inexequilidad del artículo 8°

Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.   

Finalmente, con relación al último artículo del Proyecto de Ley Estatutaria, esta Vista Fiscal prima facie no advierte ninguna razón de inconstitucionalidad —aunque destacando nuevamente que allí no se hace ninguna mención a la Ley 134 de 1994—. Sin embargo, considera que la misma no puede subsistir por sí misma y, en atención a lo que aquí se ha dicho con respecto a los demás artículos, entiende que ésta también debe ser retirada del ordenamiento jurídico. 

5. Conclusiones.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que declare INEXEQUIBLE el Proyecto de Ley Estatutaria 063 Senado - 073 2011 Cámara, “Por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un acuerdo final para la terminación del conflicto armado”. 
De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 
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� Esta jurisprudencia ha sido reiterada por la Corte, entre otras en las recientes sentencias C-295 de 2002 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), C-162 de 2003 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), C-155 de 2005 (M.P. Manuel José cepeda Espinosa) y C-523 de 2005 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández).


� En el siguiente enlace electrónico de la Página web de la Cámara de Representantes puede verificarse el listado de los Representantes que conforman la Comisión Primera Constitucional:


http://www.camara.gov.co/portal2011/comisiones/constitucionales/primera?option=com_comisiones&view=comisiones&idcom=1


� Si la Comisión posee 35 integrantes, la mitad más uno de los votos de los miembros de la Corporación implicarían 17,5 + 1 sufragios, para un total de 18,5. No obstante, como no existen medios votos se hace necesario aproximar el dígito al entero siguiente, ya que el anterior no cumple con la regla constitucional. Es decir 18 votos no alcanza a ser al menos la mitad mas uno de los votos de los miembros de la Corporación, pero 19 sí. 


� En el siguiente enlace electrónico de la Página web de la Cámara de Representantes puede verificarse el listado de los Representantes que conforman la Comisión Primera Constitucional:


� HYPERLINK "http://www.senado.gov.co/comisiones/comisiones-constitucionales/comision-primera" �http://www.senado.gov.co/comisiones/comisiones-constitucionales/comision-primera� 


� Si la Comisión posee 19 integrantes, la mitad más uno de los votos de los miembros de la Corporación implicarían 9,5 + 1 sufragios, para un total de 10,5. No obstante, como no existen medios votos se hace necesario aproximar el dígito al entero siguiente, ya que el anterior no cumple con la regla constitucional. Es decir 10 votos no alcanza a ser al menos la mitad mas uno de los votos de los miembros de la Corporación, pero 11 sí.


� Disponible en � HYPERLINK "http://buscon.rae.es/drae/srv/search?val=subsumid" �http://buscon.rae.es/drae/srv/search?val=subsumid� 


� Por razones de trámite el citado proyecto de ley ha sido devuelto por la Corte Constitucional en dos ocasiones, mediantes los autos 008 de 2013 (con fecha del 28 de enero de 2014), M.P. Mauricio González Cuervo, y 118 de 2013 (fechado el 17 y 19 de junio de 2013), M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Las tres ocasiones en que se reglamentaría el referendo constitucional serían la Ley 134 de 1994, “Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación ciudadana”, el Proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 Cámara - 227 de 2012 Senado y el proyecto sub examine.


� Como se explicó en la Sentencia C-279 de 2012 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), incluso las reformas constitucionales no pueden establecer “normas de carácter ad-hoc dirigidas a favorecer, o en su caso a desmejorar, las condiciones de un grupo específico de personas, violarían el presupuesto de generalidad o universalidad que deben tener los preceptos constitucionales”.


� Como se explicó en las Sentencia C-141 de 2010 (M.P. Humberto A. Sierra Porto): “la exigencia de la universalidad o generalidad de las leyes es una de las manifestaciones del principio de igualdad en la producción normativa, pues corresponde a la exigencia de que el Legislador debe tratar de manera igual a un conjunto de sujetos destinatarios de una regulación específica y esta finalidad se cumple mediante la expedición de disposiciones de carácter general, impersonal y abstracto, características que, ordinariamente, se asocian con el concepto de ley en la mayoría de los ordenamientos jurídicos. Es decir, la generalidad y universalidad de las leyes son una garantía implícita del principio de igualdad en la modalidad de igualdad de trato”. Al respecto puede verse también la Sentencias C-588 de 2009, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� Se trataba de las preguntas 17, sobre períodos de autoridades territoriales, y 18, sobre eventual adelantamiento de elecciones para congreso. Según la Corte, estas preguntas buscaban "establecer una medida puramente ad-hoc, pues esos numerales no procuraban modificar, en forma universal, el régimen político colombiano, a fin de permitir que en el futuro el período de ciertos funcionarios pudiera ser recortado o ampliado, sino que pretendían que, manteniendo las normas ya existentes sobre los períodos de esos funcionarios, el período de algunos de ellos fuera acortado (congresistas), mientras que el de otros sería ampliado (autoridades territoriales). En tal contexto, la revocación o ampliación del período de funcionarios  electos para un lapso determinado, sin que exista un procedimiento reglado para tal efecto, es contrario a la idea más elemental de Estado de derecho y de constitucionalismo, pues se trata de una decisión puramente ad-hoc". 


� Cfr. Resolución No. 339 del 19 de septiembre de 2012 del Presidente de la República, Juan Manuel Santos Calderón.  


� En este mismo sentido, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República, en intervención del 13 de diciembre de 2013 rendido dentro del presente proceso de constitucionalidad, sostuvo expresamente que el Proyecto de Ley Estatutaria que aquí nos ocupa perseguía“crear la posibilidad de llevar a cabo estos referendos únicamente como resultado de acuerdos tanto con las FARC-EP como con el ELN. En ese sentido, no se trata de un número ilimitado de referendos, ni de una nueva especie de referendo, sino sólo de aquellos que se desprendan de un Acuerdo Final de terminación del conflicto con las FARC-EP y el ELN. De hecho, es altamente probable que si los tiempos de las conversaciones con las FARC-EP y el ELN convergen, se trate de un único referendo”.  


� Esto mismo lo sostuvo el Comandante del Estado Mayor Central de las FARC-EP, alias Timoléon Jiménez, en carta pública dirigida al Presidente de la República el 25 de agosto de 2013, publicada y recogida por diversos medios de comunicación. 


� Cfr. Entrevista de Alvaro Durán al Presidente-candidato Juan Manuel Santos Calderón del 23 de abril de 2014 en el programa Palabras Más.


� Sentencia C-094 de 1998 F. J. 5.


� Tan es así, que en su escrito de intervención la Secretaría Jurídica de Presidencia también señala que “se trata de referendos para la implementación de acuerdos sólo entre las partes en el conflicto armado, es decir entre el Gobierno, las FARC-EPY el ELN, no así con las llamadas BACRIM o con cualquier otro grupo de crimen organizado”.


� Esta regla tiene su equivalente en el literal a) del artículo 33 del el Proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 Cámara - 227 de 2012 Senado “Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática, en donde se señala que “[n]o podrá acumularse la votación de más de tres referendos para la misma fecha ni podrá acumularse la votación de referendos constitucionales con otros actos electorales”.


� Esta norma fue declarada exequible en la Sentencia C- 180 de 1994 (M.P. Hernando Herrera Vergara), en donde entre otras razones se adujo lo siguiente: “no obstante que la Constitución no consagra en forma expresa respecto de la convocatoria a referendo, la prohibición de que coincida con otra elección, como sí lo hace en su artículo 104 en relación con la consulta del orden nacional, juzga la Corte que ella encuadra en la competencia que el Constituyente confirió al legislador en el artículo 258 de la Carta Política, para implantar mediante ley, mecanismos de votación que otorguen más y mejores garantías para el libre ejercicio de este derecho en cabeza de todo ciudadano”.


 





� Al respecto, la misma Corte Constitucional ha explicado que “como la libertad del elector debe ser protegida en toda elección, pero a su vez el artículo 378 ordena que ésta sea amparada especialmente en los referendos constitucionales, es claro que el Constituyente mostró una preocupación especial por dicha libertad en el caso de la reforma a la Constitución mediante referendo”. Sentencia C-551 de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Precisamente por esta razón, por ejemplo, “el examen constitucional de una ley de referendo debe estar orientado a proteger la supremacía de la Constitución (CP art. 4) y la libertad del elector (CP art. 378), pero igualmente a favorecer y potenciar el principio democrático y la soberanía popular (CP arts 1 y 3), que se expresan por este mecanismo de democracia semidirecta”. Ibídem.


� Con relación a esta distinción ha dicho la Corte: “no sólo la Carta ampara expresamente la libertad del elector sino que, además, distingue entre referendo y plebiscito, y señala inequívocamente que la Constitución no puede ser reformada plebiscitariamente. En efecto, no sólo el Título XIII no prevé la reforma de la Carta por medios plebiscitarios sino que ese punto es reforzado por la LEMP. Así, el artículo 4° de la LEMP define al plebiscito como ‘el pronunciamiento del pueblo convocado por el Presidente de la República, mediante el cual apoya o rechaza una determinada decisión del Ejecutivo’, mientras que el artículo 78 de ese mismo cuerpo normativo señala inequívocamente que en ningún caso el plebiscito podrá modificar la Constitución. La sentencia C-180 de 1994, al declarar exequible esa prohibición, precisó que la ‘propia Carta Política prevé que la reforma a sus preceptos se solicite mediante otros mecanismos, instrumentos y procedimientos distintos del plebiscito’. Ibídem.


� Lo anterior pues, como también lo ha explicado esa Corporación: “una consulta popular convocada por el Presidente sobre el contenido de una reforma constitucional sí esta expresamente prohibido por la LEMP […y además]� es inadmisible, ya que erosiona la supremacía de la Carta, que no ha previsto ese procedimiento de reforma” (Sentencia C-551 de 2003). �


� Citando nuevamente a la Corte en la Sentencia C-551 de 2003, el propósito del Constituyente fue “permitir una reforma a la Carta, con la participación del pueblo, pero de una manera tal que la libertad de los votantes sea garantizada (CP art. 386), a fin de evitar el cesarismo plebiscitario”. 


� Al respecto dice la Corte: “la manipulación del elector es uno de los medios esenciales que han utilizado los regímenes autoritarios para legitimarse plebiscitariamente. Por esa razón, la Constitución ha establecido una protección especial y reforzada de la libertad del votante en los referendos constitucionales, la cual cumple una función imprescindible: garantizar la correcta y libre formación de la voluntad política de la ciudadanía y por ende la legitimidad de la decisión popular en el referendo” (Ibídem).


� Cfr. Artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos y artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  


� En efecto, dijo expresamente la Corte en la Sentencia C-551 de 2003: “[l]a prohibición del artículo 38 de la LEMP, según la cual, la votación de un referendo no puede coincidir con ningún otro acto electoral, es un desarrollo, por medio de una ley estatutaria, del mandato constitucional del artículo 378, según el cual, en un referendo constitucional, la libertad del votante debe ser protegida. Así, la sentencia C-180 de 1994, MP Hernando Herrera Vergara, al examinar la constitucionalidad de esa prohibición, señaló que ésta pretende ‘que no se desvíe la atención del debate en torno a la aprobación o derogación de una ley o de un acto legislativo, con la realización de otro acto de carácter electoral’.  La sentencia encontró entonces que esa prohibición tenía claro sustento constitucional y concluyó que por esa razón era exequible, pues si bien la Carta no preveía ‘respecto de la convocatoria a referendo, la prohibición de que coincida con otra elección, como sí lo hace en su artículo 104 en relación con la consulta del orden nacional, juzga la Corte que ella encuadra en la competencia que el Constituyente confirió al legislador en el artículo 258 de la Carta Política, para implantar mediante ley, mecanismos de votación que otorguen más y mejores garantías para el libre ejercicio de este derecho en cabeza de todo ciudadano’”.�


� Constitución Política de 1991, articulo 378: “Por iniciativa del Gobierno o de los ciudadanos en las condiciones del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr005.html" \l "155" �155�, el Congreso, mediante ley que requiere la aprobación de la mayoría de los miembros de ambas Cámaras, podrá someter a referendo un proyecto de reforma constitucional que el mismo Congreso incorpore a la ley. El referendo será presentado de manera que los electores puedan escoger libremente en el temario o articulado qué votan positivamente y qué votan negativamente.


La aprobación de reformas a la Constitución por vía de referendo requiere el voto afirmativo de más de la mitad de los sufragantes, y que el número de éstos exceda de la cuarta parte del total de ciudadanos que integren el censo electoral” (subrayas fuera del texto).


� Citando expresamente la intervención de la Secretaria Jurídica de la Presidencia de la República dentro del presente proceso: “este proyecto de ley genera una excepción a la prohibición de la coincidencia de la votación de un referendo con un acto electoral -contemplada en el artículo 39 de la Ley 134 de 1994-, únicamente para los referendos relacionados con el acuerdo de paz”.  


� Esta sugestión al elector, en concepto de esta Vista Fiscal, también es inconstitucional pues, como también se dijo en en la Sentencia C-551 de 2003: “la Corte no puede permitir que la ley de referendo sea irregularmente aprobada o contenga preguntas que estén presentadas en forma tal que no garanticen la libertad del elector”.


� Lo anterior, a pesar de que como también lo concluyó la Corte en la sentencia previamente citada, “como el artículo 38 de la LEMP desarrolla estrecha y directamente el mandato constitucional de protección de la libertad del votante en un referendo constitucional, el cual se encuentra expresamente incorporado en el Título XIII de la Carta, la Corte concluye que su violación representa un vicio en el procedimiento de aprobación de un referendo, que puede entonces acarrear su inexequibilidad”.


� En efecto, tan no es cierto que ambos actos electorales se mantengan absolutamente independientes, que precisamente la intención del artículo sub examine es hacerlos coincir con el propósito de promover y facilitar la participación de los ciudadanos en el referendo constitucional, aprovechándose de su participación en el acto de elección popular ordinaria. En otras palabras, antes que distintos e independientes, la idea es que uno se beneficie del otro. 


� Al respecto resulta pertinente retomar la explicación que también hizo la Corte Constitucional en la Sentencia C-551 de 2003, en el sentido de que “el Constituyente hubiera podido adoptar una fórmula que garantizara una participación mínima en el referendo, para legitimar democráticamente el pronunciamiento ciudadano, pero sin conferir eficacia jurídica a la abstención. Para ello hubiera podido establecer, como lo hacen otros ordenamientos, que los votos favorables al referendo no sólo deben ser la mayoría de los votos depositados sino que esos votos positivos deben representar un determinado porcentaje del censo electoral, pues de esa manera se asegura una participación mínima, pero sin conferir efectos jurídicos a la abstención, ya que únicamente los votos favorables son tenidos en cuenta para determinar si el umbral de participación fue o no sobrepasado.  


En tales circunstancias, al establecer como requisito de aprobación de un referendo un umbral mínimo de participación global, en vez de un porcentaje mínimo de votos favorables, la Constitución no sólo confirió eficacia jurídica a la abstención sino que la convirtió en una estrategia legítima para oponerse, en ciertos contextos, a la aprobación de una determinada reforma constitucional por medio de referendo. No sería entonces razonable suponer que si la Carta le confiere efectos jurídicos a la abstención, de otro lado la propia Carta considere que esa alternativa política no amerita protección constitucional en este tipo de votaciones  La Corte concluye entonces que en los referendos constitucionales, la abstención es una opción política legítima, que se encuentra reconocida por el Estado, y por ello no puede ser discriminada”.


� La separación de actos electorales, como también lo precisó la Corte en la Sentencia recientemente citada, “conduce a que la deliberación sea enfocada hacia un mismo tipo de decisiones. Es lo que pretendió el constituyente, en otro plano, al separar las elecciones territoriales de las nacionales con el fin de que la agenda territorial no se confundiera o fuera opacada por la agenda nacional. Lo que se protege con la prohibición de que coincidan más de tres referendos en una fecha es la calidad y claridad del debate democrático, sin que ello signifique que se desconfíe de la capacidad del elector para pronunciarse sobre temas diversos en un mismo día en un número superior a tres. También se busca con esa prohibición, previsiva y seguramente inspirada en la experiencia de otros países, impedir la proliferación de referendos en un mismo período de la vida nacional para evitar la banalización de esta importante institución de la democracia participativa”.�


� Dijo expresamente la Corte en aquella ocasión: “[u]n primer análisis formal sugiere que ese numeral no constituye un acto electoral, pues los ciudadanos no están expresamente votando en favor o en contra de determinadas candidatos, sino que están aprobando un mandato objetivo y abstracto, que es la prolongación del período de las autoridades territoriales. Sin embargo, y como bien lo señalaron varios congresistas y numerosos intervinientes, ese análisis formal es inaceptable, por cuanto recubre una realidad normativa distinta, que es la siguiente: el único efecto normativo de la decisión ciudadana de aprobar esta pregunta es la prolongación del período en el cargo de unas personas específicas, que se encuentran ejerciendo ciertas funciones, al momento de ser votado el referendo”.


� Esta Vista Fiscal llama la atención sobre el hecho de que el Legislador, aún cuando permite la coincidencia de una consulta partidista con una elección popular ordinaria, en todo caso ordena que el jurado únicamente podrá suministrar el elector el tarjetón de la respectiva consulta, si es que el mismo elector lo solicita (Cfr. artículo 10 de la Ley 130 de 1994).  


� La interpretación que aquí  se hace del texto del artículo 3° del Proyecto de Ley Estatutaria, además coincide con lo que se dijo tanto en entrevista del Presidente de la República como en la carta del comandante de las FARC-EP ya citadas, en donde uno y otro admitieron que la idea era que los ciudadanos aprobaran, por medio de un referendo constitucional, una norma por medio de la cual se le concederían al Presidente facultades extraordinarias para adoptar las medidas necesarias para implementar los acuerdos (el comandante de las FARC habló de convocar a un “congresito”), más no para votar los acuerdos en sí mismos. 


�Con relación a este punto, es pertinente recordar que en la ya citada C-180 de 1994 (M.P. Hernando Herrera Vergara), al analizar la constitucionalidad del artículo 43 de la Ley 134 de 1994, la misma Corte reconoció “que la alteración del orden público principalmente menoscaba las condiciones de ejercicio de la expresión democrática”, siendo esta precisamente la razón por la cual consideró “razonable la facultad que la norma concede al Gobierno, para evaluar la incidencia que en la realización de un referendo, pudieren tener circunstancias de orden público que puedan afectar la convocatoria o producir intimidación a los votantes”. 


� En este mismo sentido, cuando la Corte Constitucional se pronunció sobre la Ley 996 de 2005, declaró exequibles el primer inciso de su artículo segundo, relativo a las campañas políticas, “en el entendido que no podrán participar en el conjunto de actividades de campaña, ni brindar apoyo, los miembros de grupos armados al margen de la ley o pertenecientes a grupos que no se han reincorporado plenamente a la vida civil, conforme a la ley”. Esto último, por cuanto advirtió que “en un Estado Social de Derecho como el que propone la Constitución que nos rige, las elecciones periódicas y libres […] constituyen una condición de existencia de la democracia; y como anteriormente lo ha hecho ver la jurisprudencia [y] el que las elecciones sean verdaderamente libres implica, entre otras cosas, que en ellas se dé participación en igualdad de condiciones a todas las corrientes de opinión interesadas […] es decir que se produzcan dentro de un espacio de pluralismo político institucionalmente garantizado, y que no se vean manipuladas, presionadas, forzadas ni coartadas por ninguna razón política o social. En este sentido, la Corte ha recordado que la democracia requiere de garantías que aseguren que ‘la decisión contenida en el voto sea una genuina expresión de la voluntad individual y no el producto del ejercicio de poderes sobre la persona’. Por lo anterior, para esta Corporación el principio democrático exige que en la contienda electoral sólo puedan participar en condiciones de igualdad  quienes han renunciado definitivamente a la violencia. Por lo mismo, y en razón a que la función básica de la Constitución de 1991 es la de ser un pacto de paz fundado en el respeto  la pluralidad de ideas y proyectos políticos, en las elecciones sólo pueden intervenir quienes hayan dejado definitivamente las armas”. 


� Ley 599 de 2000, Artículo 387: “Constreñimiento al sufragante. El que utilice las armas o amenace por cualquier medio a un ciudadano o a un extranjero habilitado por la ley, con el fin de obtener apoyo o votación por determinado candidato o lista de candidatos, o voto en blanco, o por los mismos medios le impida el libre ejercicio del derecho al sufragio, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses.


En igual pena incurrirá quien por los mismos medios pretenda obtener en plebiscito, referendo, consulta popular o revocatoria del mandato, apoyo o votación en determinado sentido, o impida el libre ejercicio del derecho al sufragio.


La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un servidor público”.


� Como se ha precisado en la jurisprudencia constitucional, “la Carta Política prescribe dos fases de control jurídico en torno a las reformas constitucionales adoptadas a través de referendo. En primer lugar, la Corte es competente para revisar, con anterioridad al pronunciamiento popular (C.P. Art. 241-2), la exequibilidad de la ley convocatoria del referendo. Dicho control opera de manera automática, integral y limitado a los vicios de procedimiento y de competencia que se encuentren en la tramitación de la citada ley. Así las cosas, en esta fase de control, no es indispensable el ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad por ningún ciudadano […Posteriormente, en] una segunda fase de control jurídico en relación con las reformas constitucionales que se adoptan a través de referendo, se ejerce sobre el acto reformatorio de la Carta Política, acto jurídico complejo integrado por los diversos actos emitidos entre la sentencia que declara exequible la ley de convocatoria y la promulgación del decreto que adopta el pronunciamiento popular que contiene la reforma al Texto Superior”. Sentencia C-973 de 2004, M.P. Rodrigo Escobar Gil.  � 


� Con relación a la participación del grupo armado margen de la Ley de que se trate no sólo en los acuerdo para poner fin a la terminación del conflicto sino, también, en la elaboración del respectivo referendo en donde se establecerían los mecanismos necesarios para implementarlo, esta Jefatura considera prudente llamar la atención sobre el hecho de que, si bien tomar parte en los distintos mecanismos de participación ciudadana, constituir partidos y movimientos políticos y tener iniciativa ante las corporaciones públicas hace parte de los derechos ciudadanos (artículo 40 constitucional, numerales 1°, 2° y 5°), estos derechos en todo caso se suspenden en virtud de decisión judicial cuando lo establezca la ley (artículo 98). Y, en este sentido, los artículos 43, 44, 52 y 53 del Código Penal (declarados exequibles mediante las Sentencias C-581 de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería, y C-393 de 2002, M.P. Álvaro Tafur Galvis) señalan que las penas privativas de la libertad conllevan la suspensión de esos derechos de elegir, ser elegido, ejercer cualquier otro derecho político. Lo que significa que sería inconstitucional habilitar a los miembros de grupos armados al margen de la Ley que tengan penas privativas de la libertad vigentes para elaborar (como se desprende del numeral V. 6 del Acuerdo General para la Terminación del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz estable y duradera. Cfr. Resolución 339 del 19 de septiembre de 2012, Presidente de la República), promover ante el Congreso y, posteriormente, promocionar ante la sociedad, el texto de un referendo constitucional. 


� Segunda definición de la palabra establecer contenida Diccionario de la Lengua española (DRAE – 22ª Edición). Disponible en: http://lema.rae.es/drae/?val=establecer Fecha de consulta: 22 de mayo de 2014. 


� Ver Gaceta del Congreso de la República No. 802 del 7 de octubre de 2013, p. 13. Intervención del Representante Camilo Andrés Abril. Subrayas y negrillas fuera del texto original.  


� Precisamente esta es la definición de Ley contenida en el artículo 4° del Código Civil. 


� Cfr. Sentencias C-902 de 2011 (M.P. Jorge Iván palacio) y C-818 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt). 


� Ver, entre muchas otras disposiciones, el Preámbulo, así como los arts. 1°, 3°, 40, 103 y 374 de la Constitución). Para no abundar en argumentos que la misma Corte Constitucional ha resaltado, puede verse la caracterización del sistema colombiano como “democrático” que hizo ese Tribunal en la Sentencia C-180 de 1994 (M.P. Hernando Herrera Vergara).  


� Manuel Quinche, Derecho constitucional colombiano, Temis, Bogotá, 2012, pp. 13 a 15. 


� Cfr. Sentencia C-1338 de 2000 (M.P. Cristina Pardo Schlesinger).


� Sentencia C-1338 de 2000 (M.P. Cristina Pardo Schlesinger). En el mismo sentido ver la sentencia C-818 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt).   


� Sentencia C-1338 de 2000 (M.P. Cristina Pardo Schlesinger).


� Ver Sentencias C-251 de 1998 (M.M.P.P. José Gregorio Hernández Galindo y Alejandro Martínez Caballero) y C-1338 de 2000 (M.P. Cristina Pardo Schlesinger).


� Diversos autores han considerado que este proceso racional y razonable que antecede a cualquier decisión democrática debe producirse porque, de lo contrario, la decisión no es verdaderamente democrática. Algunas de las reglas mínimas que debe tener este proceso han sido delineadas fundamentalmente por la escuela de la democracia deliberativa. Por sólo citar algunos autores pueden mencionarse los siguientes: John Hart Ely, Democracia y desconfianza. Una teoría del control constitucional, Bogotá, Siglo del hombre Editores y Universidad de Los Andes, trad. de Magdalena Holguín, 1997; Jon Elster (compilador), La democracia deliberativa, Barcelona, Gedisa, trad. de José María Lebrón, 2001 y Carlos Santiago Nino, La Constitución de la democracia deliberativa, Barcelona, Gedisa, trad. de Roberto P. Saba, 1997. 


� Como bien lo ha señalado la Corte Constitucional “[l]a creciente participación de grandes sumas de dinero en las campañas electorales conlleva grandes riesgos para la democracia. Estos riesgos se derivan de los intereses económicos de los diversos grupos que apoyan las candidaturas, que constituyen verdaderos grupos de presión que es necesario controlar con el fin de que no se desvirtúe la verdadera voluntad de los electores, por conducto de diferentes mecanismos de sugestión. La distorsión que la necesidad de financiación de los partidos genera en la democracia se evidencia desde la disputa por el cargo hasta el ejercicio del mismo. Aunque es difícil calcular la influencia efectiva que el capital financiero tiene en la consecución de votos, es claro que las ventajas que trae consigo una mayor afluencia de dinero repercuten en la expansión de la imagen del candidato y amplían sus límites publicitarios. Por ello, el término "equidad en la contienda electoral", literalmente tomado del concepto inglés "emparejando el terreno de juego" -equivalente al Chancengleichheit (igualdad de oportunidades) de la Constitución alemana 1949 (art. 21)- y que hace alusión a la necesidad de que las contiendas electorales se desenvuelvan en condiciones igualitarias y económicamente equilibradas, ha cobrado vigencia como elemento fundante de la regulación sobre justicia democrática de las campañas políticas, robustecido en casi todas las democracias occidentales desde la segunda guerra mundial. En este contexto, los mecanismos para garantizar el equilibrio de financiación de las campañas han evolucionado desde la regulación minuciosa de lo que puede gastarse y recibirse a título de contribución en la contienda, hasta la financiación estatal de la misma. En esa franja la doctrina ha identificado mecanismos como el establecimiento de límites de gastos, límites a las contribuciones, regulaciones especiales sobre transparencia de los aportes y revelación de la fuente de las contribuciones, proscripción de procedencias específicas, mecanismos diseñados para encauzar las donaciones de particulares, subsidios en especie y en dinero y financiación estatal propiamente dicha”. Sentencia C-1153 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy cabra). 


� La libertad y la igualdad son dos de los presupuestos básicos de la democracia según la filosofía política, criterios que son compartidos por diversos autores. Sobre el particular puede verse a Ignacio Sánchez Cuenca, Más democracia, menos liberalismo, Madrid, Katz Editores, 2010.


� En esa misma línea se pronunció la Corte Constitucional que en la sentencia C-972 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda E.), concluyó que: “La Corte ya ha señalado en distintas sentencias que esta materia [la referida a la financiación de las campañas] debe ser objeto de ley estatutaria, puesto que la Constitución dispone que lo relacionado con las funciones electorales y los movimientos y partidos políticos debe ser desarrollado a través de este tipo de leyes (C.P., art. 152, lit. c), y la financiación de las campañas electorales es una parte esencial de esas materias”.


� Sobre la importancia de definir las reglas sobre la realización de campañas y su relación con el derecho a la participación política, en la sentencia C-089 de 1994 (M.P. Hernando Herrera Vergara –revisión de la Ley Estatutaria de Mecanismos de Participación ciudadana-) se señaló: “Estas normas tienen fundamento en el artículo 111 de la Constitución Política, que autoriza a los partidos y movimientos con personería jurídica a que utilicen, en todo tiempo, los medios de comunicación social del Estado. La norma constitucional consiente que los candidatos debidamente inscritos accedan a dichos medios, en la forma en que lo determine la ley. El conjunto de disposiciones que contiene este título revisten  especial importancia, debido a la naturaleza de las campañas políticas de los partidos y movimientos contemporáneos, cada vez más ligadas a la utilización de medios masivos de comunicación para la difusión de sus mensajes y programas. Igualmente, puede ser contenido propio de la ley estatutaria sobre partidos, movimientos y estatuto de la oposición, prescribir un conjunto de pautas mínimas sobre publicidad, propaganda y encuestas políticas (CP art. 152-c), aspectos éstos que tienen enorme relevancia en las condiciones bajo las cuales se desarrolla el debate político. Corrobora lo anterior, la facultad que la Constitución confiere al Consejo Nacional Electoral para velar por el cumplimiento de las normas sobre publicidad y encuestas de opinión y reglamentar la participación de los partidos y movimientos en los medios de comunicación social del Estado (CP art. 265-5 y 9). Es evidente que la intervención de la ley debe ser apenas la necesaria para promover y garantizar un proceso político equilibrado, leal y pluralista entre las fuerzas que en él participan y que, por otra parte, evite equívocos y confusiones que interfieran en la formación de una opinión pública consciente y debidamente informada sobre los programas, ideas, medios y fines de los actores políticos. En otras palabras, la intervención se justifica y tiene validez en tanto persiga razonablemente estos objetivos y, en caso contrario, la pierde, pues, no puede ella desconocer que la publicidad es un medio legítimo para difundir el pensamiento político y expresar libremente las ideas (CP arts. 20 y 40-3)” (subrayado fuera del original).


� Cfr. Artículo 150.10 Constitucional. Algunas de estas limitantes son de carácter temporal y temático, así como referidas a su iniciativa y precisión. Así mismo, el Congreso podrá en cualquier momento modificar los decretos leyes expedidos por el Gobierno.  


� Sentencia C-366 de 2012 (M.P. Luis Ernesto Vargas). 


� Artículo 150.10 Constitucional.


� Cfr. Manuel Quinche, La elusión constitucional. Una política de evasión del control constitucional en Colombia, Universidad del Rosario, Bogotá, 2006, pp. 45-46.


� Aunque podría decirse que la Corte Constitucional puede exigirle al CNE que remita las normas que expida en virtud de la habilitación para el control correspondiente (cfr. Sentencia C-972 de 2004), es muy posible que todas ellas sean declaradas inconstitucionales porque (i) no han surtido el control previo que se requiere para este tipo de casos porque justamente ya han sido expedidas (cfr. Sentencia C-523 de 2005); y (ii) la delegación legislativa que hace el Proyecto de Ley estatutaria es contraria  la Constitución como ya se anotó. Como consecuencia de ello, las normas expedidas por el CNE también lo serán.


� En ese sentido, la Corte Constitucional expresó en la sentencia C-970 de 2004 (M.P. Rodrigo Escobar Gil) que “A este respecto cabe señalar que, por una parte, esa reserva de ley en sentido formal fue una opción del Constituyente de 1991, y tiene una perspectiva garantista, lo cual no implica, sin embargo, que en relación con ella quepa predicar la existencia de una cláusula de intangibilidad, de manera tal que hacia el futuro no fuese posible disponer, en circunstancias extraordinarias y por la vía de los procedimientos de reforma constitucional, que las materias que en un momento el constituyente decidió someter a ese tipo de reserva especial puedan ser objeto de delegación legislativa” (subrayado y resaltado añadido).


� Cfr. Manuel Quinche, La elusión constitucional. Una política de evasión del control constitucional en Colombia, Universidad del Rosario, Bogotá, 2006, pp. 69-72.


� Sentencia C-523 de 2005 (M.P. Clara Inés Vargas). 


� Ver las sentencias C-970 (M.P. Rodrigo Escobar Gil) y C-971 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda). 


� Por esa razón, la Corte Constitucional declaró la inconstitucionalidad de un aparte del Acto legislativo 2 de 2004 que habilitaba supletoriamente al Consejo de Estado para emitir una norma de contenido estatutario. Esto por cuanto se “crea un poder legislativo transitorio carente de controles efectivos que lo sujeten a la Constitución [:] se reemplaza temporalmente al Congreso de la República y, además, se elude o torna inocuo el control constitucional que debe ejercer la Corte Constitucional sobre las normas estatutarias que regulen los derechos políticos de los ciudadanos, la financiación de las campañas […] entre otros asuntos. Dicho poder legislativo fue atribuido a un órgano de la rama judicial, que no es elegido por el pueblo de manera directa o indirecta, que no es representativo de la sociedad y que habrá de expedir las normas legales sin participación de los ciudadanos obligados y afectados”. Sentencia C-1040 de 2005 (M.M.P.P. Manuel José Cepeda, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy, Humberto Sierra Porto, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas). 


� Ibídem. 


� Como lo ha advertido frecuentemente la Corte Constitucional, el papel que la Constitución le asigna al CNE de cara a los procesos electorales (entre ellos la realización de un referendo) es meramente administrativa o reglamentaria, de conformidad con la Constitución y las Leyes. Por ejemplo, en la sentencia C-1081 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra) se aseguró que: “la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha interpretado el artículo 265 como fuente de potestades de regulación en cabeza del Consejo Nacional Electoral, advirtiendo que dicha potestad se limita a la expedición de normas de naturaleza operativa y administrativa, destinadas a regular los temas propios de su competencia. Así, por ejemplo, la Corte Constitucional consideró que el Consejo Nacional Electoral ejerce esta potestad al "reglamentar en cada caso todo lo demás relacionado con las consultas internas de los partidos", tal como se lo confiere el artículo 10 de la Ley 130 de 1994. La Corte advirtió, sin embargo, que dicha potestad de reglamentación se limitaba a asuntos técnicos y de detalle”. En el mismo sentido véanse las sentencias C-089 de 1994 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz), C-226 de 1996 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz), y C-1153 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra). 


� De hecho, la única norma de la Ley 130 de 1994 que el Proyecto de Ley no exceptúa es el artículo 93 de esa norma estatutaria (cfr. Art. 6° num. 4° del Proyecto). En tal virtud, todas las demás reglas sobre acceso a los medios de comunicación previstas en la Ley 134 (específicamente los arts. 91 a 92 y 94 a 96) no aplicarán para las campañas realizadas en desarrollo de los tipos de referendo que crea el Proyecto de Ley.   


� Un posible contrargumento a esta afirmación sería decir que las funciones generales de la ANTV se encuentran previstas en la Ley 1507 de 2012 y que, por lo tanto, esa entidad simplemente tendría que vigilar su cumplimiento en los referendos que crea el Proyecto de Ley. No obstante, ese razonamiento encuentra dos obstáculos insuperables: (i) esa Ley es de naturaleza ordinaria y las materias referentes al acceso a los medios oficiales de información para el caso de los referendos, en tanto mecanismo de participación ciudadana, tienen reserva de Ley estatutaria; y (ii) las reglas de la Ley 1507 son, de cualquier modo, reglas genéricas que no están diseñadas para procesos electorales, lo cual demandaría una labor materialmente legislativa de la ANTV para adecuar dichas reglas genéricas a las especificidades propias que reviste un referendo constitucional.  


� Como se expresó con anterioridad, las reglas sobre acceso a medios oficiales de comunicación es un aspecto que conforma el núcleo esencial, esto es, le da la identidad, al derecho a la participación política toda vez que: (i) sin reglas transparentes y equilibradas sobre este asunto, es muy posible que se vicie la voluntad del elector por cuenta de la manipulación o desigualdad en el suministro de la información (ver por ejemplo el análisis de constitucionalidad de los artículos 91 a 96 de la Ley 130 de 1994 que adelantó la Corte Constitucional en la Sentencia C-180 de 1994 [M.P. Hernando Herrera Vergara]); y (ii) la práctica Legislativa ha demostrado que dichas materias deben ser reguladas por medio de una norma de carácter estatutario (ver por ejemplo los artículos 91 a 96 de la Ley 130 de 1994, así como el Parágrafo del artículo 34 del Proyecto de Ley Estatutaria Número 227 de 2012 Senado, 134 de 2011 Cámara “por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”).  


� En la sentencia C-089 de 1994 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) se declara la constitucionalidad de las funciones atribuidas al legalmente  antiguo “Consejo nacional de Televisión” que, como se observa en esa providencia, son meramente administrativas o reglamentarias. En el mismo sentido, en la sentencia C-1153 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra) la Corte expuso que “[q]uizá no se discuta sobre la competencia que conserva la Comisión Nacional de Televisión para regular los elementos técnicos, logísticos y organizativos, predicables de cualquier producción y emisión televisiva, incluida la que es objeto de análisis”.  


� Sentencia C-509 de 2004 (M.P. Eduardo Montealegre L.). 


� De manera opuesta a lo que sucede con las omisiones relativas que tienen como causa la exclusión de un grupo o sujeto asimilable que debió ser incluido -en las que procedería una sentencia aditiva que agregue el supuesto excluido-, en los casos de omisiones relativas que olvidan incluir un ingrediente o elemento esencial necesario para armonizar con la Constitución, lo procedente es una decisión que declare la inexequibilidad de la disposición examinada. Al respecto véanse las sentencias C-427 de 2000 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), C-635 de 2000 (M.P. Álvaro Tafur Galvis –ver en especial el último párrafo de la consideración jurídica 2.3) y C-509 de 2004 (M.P. Eduardo Montealegre L. –especialmente la consideración jurídica 10). En la misma línea, esta Jefatura, en el Concepto No. 5660 (relativo al Expediente D-9862) señaló que: [s]i bien es cierto una forma común para [reparar una omisión relativa] suele ser la expedición de una sentencia aditiva o una sentencia exhortativa, el referido remedio no es, para la Corte Constitucional, el único posible. En efecto, cuando la omisión sustrae de beneficios a un segmento social, ésta se corrige mejor ampliando los efectos benéficos de la norma a los excluidos, pero cuando la  omisión consiste en la pretermisión de un ingrediente esencial que hace a la norma estructuralmente incompleta, la jurisprudencia ha referido que el tratamiento adecuado es la inconstitucionalidad pura y simple, pues, en el caso contrario, el juez constitucional tendría que efectuar un trabajo normativo detallado que armonice la legislación omisiva con  la Carta Política, lo que equivale a legislar”.


� Esta relevancia de las reglas de acceso a los medios oficiales de comunicación brilla con mayor intensidad en el caso de la televisión. Por esa razón, la Corte Constitucional en la sentencia C-1153 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy) dispuso que: “La libertad de expresión y el derecho a informar y ser informado, en una escala masiva, dependen del soporte que les brinda el medio de comunicación. La opinión pública, no es ajena a las ideas e intereses que se movilizan a través de la televisión. Por consiguiente, el tamaño y la profundidad de la democracia, en cierta medida resultan afectados por la libertad de acceso y el pluralismo que caracterice a la televisión y ellas, sin lugar a dudas, pueden resentirse cuando el medio se convierte en canal propagandístico de la mayoría política o,  más grave aún, de los grupos económicos dominantes. En otro campo, la televisión despliega efectos positivos o negativos, según sea su manejo, para la conservación y difusión de las diferentes culturas que convergen en una sociedad compleja. Los efectos de las políticas y regulaciones en esta materia, unido al poder que envuelve la intervención en el principal y más penetrante medio de comunicación social, exige que su manejo se guíe en todo momento por el más alto interés público y que ningún sector o grupo por sí sólo, así disponga de la mayoría electoral, pueda controlarlo directa o indirectamente”.


� Sobre ese punto, la Corte Constitucional en la sentencia C-1153 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy) destacó que: “para esta Corporación el principio democrático exige que en la contienda electoral sólo puedan participar en condiciones de igualdad  quienes han renunciado definitivamente a la violencia. Por lo mismo, y en razón a que la función básica de la Constitución de 1991 es la de ser un pacto de paz fundado en el respeto  la pluralidad de ideas y proyectos políticos, en las elecciones sólo pueden intervenir quienes hayan dejado definitivamente las armas. Por lo tanto, no podrán participar ni brindar apoyo a ninguno de los candidatos los miembros de grupos irregulares al margen de la ley que no se hayan reincorporado plenamente a la vida civil”.


� Dijo expresamente la Corte en aquella ocasión: “existe otro motivo de inconstitucionalidad para la casilla de voto en blanco, el cual fue planteada por varios intervinientes, y es el siguiente: la admisión del voto en blanco pretendería atraer ciudadanos para que participen en el referendo, con el fin de que el umbral de participación mínima exigido por el artículo 378 superior sea sobrepasado. En efecto, como ya se señaló, para que una reforma sea aprobada, es necesario que haya votado la cuarta parte del total de ciudadanos que integran el censo electoral. En tales condiciones, si se admitiera la casilla de voto en blanco, los estímulos a los votantes, previstos por la Ley 403 de 1997, se tornarían en un mecanismo para estimular que se sobrepase el umbral mínimo de participación requerido para la aprobación de las reformas constitucionales propuestas por el referendo, lo cual introduciría una discriminación frente a aquellos ciudadanos que han optado por la abstención, como un mecanismo para combatir la aprobación de esas reformas, precisamente buscando que ese umbral de participación no sea satisfecho.  


Y es que la regulación del artículo 378 de la Carta confiere una eficacia específica a la abstención en los referendos constitucionales, puesto que es posible que una reforma obtenga una mayoría de votos afirmativos, pero no sea aprobada, por cuanto el total de los votos no sobrepasó el umbral de participación requerido […] Por ende, el hecho de que un ciudadano concurra a las urnas en un referendo constitucional que consta de varias preguntas no puede ser interpretado como si esa persona hubiera participado automáticamente en todas las preguntas, pues esa tesis desconoce su libertad como sufragante, ya que le impide decidir diferenciadamente cuáles artículos vota en forma negativa o en forma positiva, y frente a cuáles  renuncia a votar, como estrategia de abstención destinada a evitar que esa pregunta específica alcance el umbral mínimo de participación”. �





� “Artículo 94. Reglas para campañas publicitarias. En las campañas de los procesos de participación ciudadana de iniciativa popular, toda persona natural o jurídica de derecho privado podrá contratar publicidad para promover la recolección de firmas, la participación ciudadana y una determinada posición frente al tema de la iniciativa. En todo caso, deberá indicarse el nombre de quien financie los anuncios. 


Las afirmaciones falsas sobre el contenido de una iniciativa o de un referendo serán sancionadas, en el caso de personas de derecho privado, por el Consejo Nacional Electoral, con multas entre diez y cincuenta salarios mínimos. En el caso de funcionarios o de entidades públicas, éstas podrán ser denunciadas ante el Ministerio Público por cualquier ciudadano”.





� Como también lo ha explicado la Corte, “el artículo 91 de la LEMP establece que en todo referendo constitucional o legal, “los promotores a favor o en contra de la iniciativa, así como los partidos y movimientos con personería jurídica, tendrán derecho dentro de los treinta (30) días anteriores a la fecha de la votación, a por lo menos dos espacios institucionales en cada canal nacional de televisión”. Esta disposición, que fue declarada exequible por la sentencia C-180 de 1994, indica que todo referendo debe contar con una campaña de al menos 30 días, lo cual significa que el Gobierno no podrá citar a elecciones sin que hayan transcurrido al menos 30 días contados a partir de la promulgación del citado decreto, pues si establece una fecha anterior, no podría cumplirse el artículo 91 de la LEMP que prevé esa campaña de al menos 30 días […] Conforme a la LEMP, el referendo no podrá ser entonces realizarse antes de que hayan transcurrido al menos 30 días contados a partir de la promulgación del decreto presidencial, ni después de que hayan transcurrido 6 meses a partir de dicha publicación”, Sentencia C-551 de 2003.
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